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    En la ciudad de Mérida, capital del Estado de 
Yucatán, Estados Unidos Mexicanos, se reunieron 
los ciudadanos Diputados que integran la Sexagé-
sima Legislatura del Congreso del Estado de Yu-
catán, en la sala de sesiones Plenarias “Serapio 
Rendón” del recinto del Poder Legislativo, con el 
fin de celebrar sesión extraordinaria correspon-
diente al Tercer Año de su Ejercicio Constitucional. 
Para tal efecto, fueron debidamente convocados 
el día viernes ocho de mayo del año dos mil quin-
ce, para la celebración de la sesión del lunes once 
del presente mes y año a las once horas.   

Preside la sesión el Diputado Luis Alberto Eche-
verría Navarro y se desempeñan como Secreta-
rias, las Diputadas María Yolanda Valencia Vales 
y Fátima Georgina Fernández Flores, quienes 
conforman la Mesa Directiva, correspondiente al 
Segundo Período Extraordinario de Sesiones co-
rrespondiente al Tercer Año de su Ejercicio Consti-
tucional, cargo para el cual fueron designados.

El Presidente de la Mesa Directiva expresó: “Di-
putadas y Diputados. Con fundamento en lo esta-
blecido en el Artículo 43, Fracción I de la Constitu-
ción Política del Estado de Yucatán, la Diputación 
Permanente de esta Sexagésima Legislatura, nos 
convocó al Segundo Período Extraordinario de Se-
siones correspondiente al Tercer Año de su Ejerci-
cio Constitucional, en el que nos ocuparemos sólo 
del asunto establecido en el Acuerdo respectivo”.

El Presidente de la Mesa Directiva comunica que 
en estos momentos se abre el sistema electrónico 
para que los señores Diputados puedan registrar 
su asistencia, por lo que solicitó a  la Secretaria 
Diputada María Yolanda Valencia Vales, dé cuenta 
de ello y constate el cuórum.

Para dar cuenta de ello y constatar el cuórum, la 
Secretaria Diputada María Yolanda Valencia Va-
les, le informa a los Diputados que el sistema elec-
trónico de registro se encuentra abierto hasta por 
dos minutos.
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De acuerdo al sistema electrónico de regis-
tro, la Secretaria Diputada María Yolanda 
Valencia Vales informó a la Presidencia el 

resultado de los Legisladores asistentes, encon-
trándose reunidos en esta sesión, veintitrés Dipu-
tados que se relacionan a continuación: Wilberth 
Guillermo Buenfil Berzunza, Luis Alonso Campos 
Mena, José Giovani Canto Gómez, María Sofía 
del Perpetuo Socorro Castro Romero, Flor Isabel 
Díaz Castillo, Luis Alberto Echeverría Navarro, 
Gonzalo José Escalante Alcocer, Fátima Georgi-
na Fernández Flores, Luis Antonio Hevia Jiménez, 
Dafne David López Martínez, Judith Virginia Mal-
ta y Monforte, Luis Jesús Manzanero Villanueva, 
Adriana Cecilia Martín Sauma, Luis Ernesto Mar-
tínez Ordaz, Edgardo Gilberto Medina Rodríguez, 
Cornelio Mena Kú, Leandra Moguel Lizama, Ha-
rry Gerardo Rodríguez Botello Fierro, Fernando 
Romero Ávila, Alvar Iván Rubio Rodríguez, Elsa 
Virginia Sarabia Cruz, Jorge Augusto Sobrino Ar-
gáez, María Yolanda Valencia Vales.

Se justificó la inasistencia del Diputado Bayardo 
Ojeda Marrufo, en virtud de haber solicitado per-
miso previo a la Presidencia.

Se declaró legalmente constituida la sesión, por 
existir el quórum reglamentario, siendo las once 
horas con treinta y cinco minutos.

El Orden del Día fue el siguiente:

I.- Lectura del Orden del Día.
II.- Declaratoria de Apertura del Segundo Perío-
do Extraordinario de Sesiones correspondiente 
al Tercer Año de su Ejercicio Constitucional de la 
Sexagésima  Legislatura.
III.- Receso que será dispuesto a efecto de que 
esta Mesa Directiva, elabore la Minuta de Decreto 
de apertura y lectura de la misma. 
IV.- Lectura de la síntesis del acta redactada con 
motivo de la última sesión celebrada por el propio 
H. Congreso en el período ordinario inmediato an-
terior, discusión y aprobación, en su caso. 
V.- Asunto en cartera:
a)Dictamen de la Comisión Permanente de Pun-
tos Constitucionales y Gobernación, relativo a 
la Minuta con proyecto de decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de combate a la 
corrupción.
VI.- Clausura del Segundo Período Extraordina-

rio de Sesiones correspondiente al Tercer Año 
de su Ejercicio Constitucional de la Sexagésima 
Legislatura. 
VII.- Receso que será dispuesto, para que la Mesa 
Directiva elabore la Minuta de Decreto de Clausu-
ra y lectura de la misma, y
VIII.- Clausura de la sesión.

II.- El Presidente solicitó a las Diputadas, 
Diputados y público asistente se sirvan 
poner de pie para hacer la declaratoria 

de apertura de este Segundo Período Extraordi-
nario de Sesiones correspondiente al Tercer Año 
de su Ejercicio Constitucional de esta Sexagésima 
Legislatura.

Puestos de pie los Diputados, así como al público 
asistente, el Presidente manifestó: “La Sexagési-
ma Legislatura del Estado de Yucatán, inicia hoy 
su Segundo Período Extraordinario de Sesiones, 
correspondiente al Tercer Año de su Ejercicio 
Constitucional. Sírvanse ocupar sus asientos”.

III.- Se dispuso un receso para que la Mesa Di-
rectiva proceda a elaborar la Minuta de Decreto 
correspondiente a la apertura.

Reanudada la sesión, la Secretaria Diputada Fá-
tima Georgina Fernández Flores, dio lectura a la 
Minuta de Decreto, relativa a la apertura del Se-
gundo Período Extraordinario de Sesiones, co-
rrespondiente al Tercer Año de su Ejercicio Cons-
titucional de la Sexagésima Legislatura..
 
EL CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBE-
RANO DE YUCATÁN, CONFORME A LO DIS-
PUESTO EN LOS ARTÍCULOS 29 Y 30 FRAC-
CIÓN V DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y EL 
ARTÍCULO 18 DE LA LEY DE GOBIERNO DEL 
PODER LEGISLATIVO, AMBAS DEL ESTADO 
DE YUCATÁN, EMITE EL SIGUIENTE; 

D E C R E T O:

ARTÍCULO ÚNICO.- La Sexagésima Legislatura 
del H. Congreso del Estado Libre y Soberano de 
Yucatán, abre hoy su Segundo Período Extraor-
dinario de Sesiones correspondiente a su Tercer 
Año de Ejercicio Constitucional, que inicia el día 
once de mayo del año en curso, a las once horas 
y que durará el tiempo necesario para tratar y re-
solver lo correspondiente. 
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TERCER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES
Mérida, Yucatán a 11 de Mayo de 2015.

TRANSITORIO: 

ARTÍCULO ÚNICO.- Publíquese este Decreto 
en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de 
Yucatán. 

DADO EN LA SEDE DEL RECINTO DEL PODER 
LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, 
YUCATÁN, ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
A LOS ONCE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL 
AÑO DOS MIL QUINCE.- PRESIDENTE.- DI-
PUTADO LUIS ALBERTO ECHEVERRÍA NA-
VARRO.- SECRETARIA.- DIPUTADA MARÍA 
YOLANDA VALENCIA VALES.- SECRETARIA.- 
DIPUTADA FÁTIMA GEORGINA FERNÁNDEZ 
FLORES.- RÚBRICAS.

IV.- A continuación, el Presidente de con-
formidad a lo establecido en el Artículo 
65 párrafo segundo del Reglamento de 

la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Es-
tado de Yucatán, solicitó a la Secretaria Diputada 
María Yolanda Valencia Vales, se sirva dar lectura 
a la síntesis del acta de la última sesión celebrada 
por el propio H. Congreso en el período ordinario 
inmediato anterior de fecha quince de abril del año 
dos mil quince, la cual fue puesta a discusión y no 
habiéndola, se sometió a votación, en forma eco-
nómica, siendo aprobada por unanimidad.

V.- El Presidente de la Mesa Directiva, ex-
presó: “Honorable Asamblea. El asunto en 
cartera propone reformas a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, por tal 
motivo y para cumplir con las disposiciones lega-
les pertinentes, invito a las Diputadas, Diputados 
y público asistente se sirvan poner de pie a efecto 
de que éste Honorable Congreso del Estado se 
erija en Constituyente Permanente”.

Puestos de pie los Diputados y el público asis-
tente, el Presidente dijo: “En cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 135 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en estos 
momentos el Honorable Congreso del Estado Li-
bre y Soberano de Yucatán, se erige en Constitu-
yente Permanente. Favor de tomar asiento”.

A continuación la Secretaria Diputada Fátima 
Georgina Fernández Flores, dio lectura al asunto 
en cartera:

A) Dictamen de la Comisión Permanente de 
Puntos Constitucionales y Gobernación, relativo a 

la Minuta con proyecto de decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de combate a la 
corrupción.

En virtud de que el dictamen fue distribuido en su 
oportunidad a todos y cada uno de los integrantes 
del Pleno, el Presidente de la Mesa Directiva de 
conformidad con las facultades que le confiere el 
Artículo 34 Fracción VII de la Ley de Gobierno del 
Poder Legislativo del Estado de Yucatán, así como 
lo establecido en el Artículo 84 de su propio regla-
mento, solicitó la dispensa del trámite de lectura 
del dictamen y se lea únicamente la exposición de 
motivos del mismo, indicándoles a los que estén a 
favor de conceder la dispensa del trámite solicita-
do, se sirvan manifestarlo en forma económica.

Se concedió la dispensa del trámite de lectura del 
dictamen, en forma económica, por unanimidad, 
por lo que la Secretaria Diputada Fátima Georgina 
Fernández Flores, procedió a la lectura de la ex-
posición de motivos del dictamen.

COMISIÓN PERMANENTE DE PUNTOS CONS-
TITUCIONALES Y GOBERNACIÓN.- DIPUTA-
DOS: DAFNE DAVID LÓPEZ MARTÍNEZ, LUIS 
ERNESTO MARTÍNEZ ORDAZ, CORNELIO 
MENA KU, JOSÉ GIOVANI CANTO GÓMEZ, LUIS 
ANTONIO HEVIA JIMÉNEZ, JORGE AUGUSTO 
SOBRINO ARGÁEZ Y ADRIANA CECILIA MAR-
TÍN SAUMA.- - - - - - - - - -

H. CONGRESO DEL ESTADO:

Con fundamento en el artículo 34 fracción VIII de la 
Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado 
de Yucatán, el Presidente de la Mesa Directiva de 
este H. Congreso del Estado, en fecha 24 de abril 
del año en curso, turnó a esta Comisión Perma-
nente de Puntos Constitucionales y Gobernación 
para su estudio, análisis y dictamen, la Minuta con 
Proyecto de Decreto por el que se reforman, de-
rogan y adicionan diversos artículos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de combate a la corrupción; misma que 
fue remitida por la Cámara de Senadores del Ho-
norable Congreso de la Unión, para efecto de que 
ésta Soberanía conozca y resuelva respecto de la 
citada minuta, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 135 de nuestra Carta Magna.
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Los diputados integrantes de esta Comisión Per-
manente, en los trabajos de estudio y análisis de 
la referida minuta, tomamos en consideración los 
siguientes,

A N T E C E D E N T E S:

PRIMERO. Respecto a este tema, es de resaltar 
la minuta con proyecto de Decreto que reforma y 
adiciona diversas disposiciones de la Constitución 
Política los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de combate a la corrupción, aprobada por el H. 
Senado la República el 13 de diciembre de 2013. 

Esta minuta fue resultado del dictamen de cua-
tro iniciativas presentadas ante el pleno de este 
H. Senado la República: la correspondiente a los 
Grupos Parlamentarios del Partido Revolucio-
nario institucional y del Partido Verde Ecologista 
de México, que se presentó el 15 de noviembre 
de 2012; la que presentó el Grupo Parlamentario 
del Partido la Revolución Democrática el 20 de 
noviembre de 2012; la que presentó el Senador 
José María Martínez Martínez, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional; y la 
que presentaron los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional el 4 de abril 
de 2013.

SEGUNDO. Una vez aprobada la Minuta antes 
referida, posteriormente de noviembre de 2014 a 
febrero de 2015, se presentaron varias reformas 
constitucionales en esa misma materia de com-
bate a la corrupción por diversos Grupos Parla-
mentarios tales como Partido Acción Nacional, 
Partido del Trabajo y Partido de la Revolución 
Democrática.

Siendo todas esas iniciativas turnadas por la Mesa 
Directiva a la Comisión de Puntos Constituciona-
les de la Cámara de Diputados, para su análisis, 
estudio y elaboración del respectivo dictamen.

TERCERO. En Sesión Ordinaria de la H. Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada 
en fecha 26 de febrero del año 2015, se aprobó el 
Dictamen que contiene la Minuta con Proyecto de 
Decreto por el que se reforman, derogan y adicio-
nan diversos artículos de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
combate a la corrupción.

Esta Minuta fue remitida para su revisión a la Cá-
mara de Senadores el 27 de febrero de 2015. 

CUARTO. En la sesión pública del 3 de marzo del 
año en curso, se dio cuenta de la recepción en la 
H. Asamblea Senatorial, de la minuta con proyecto 
de Decreto procedente de la H. Cámara de dipu-
tados que propone modificaciones en materia de 
combate a la corrupción a los artículos 22, 28, 41, 
73, 74, 76, 79, 104, 108, 109, 113, 114, 116, y 122, 
así como al Título Cuarto de la Constitución Gene-
ral de la República, con 11 artículos transitorios.

En esa misma fecha, la minuta de referencia fue 
turnada al análisis, estudio y elaboración del dicta-
men correspondiente a las Comisiones Unidas de 
Puntos Constitucionales; de Anticorrupción y Par-
ticipación Ciudadana; y de Estudios Legislativos, 
Segunda.

Esas Comisiones Unidas establecieron procesos 
de deliberación, de consulta a diversos ámbitos de 
la sociedad y de construcción de entendimientos y 
acuerdos, que culminaron en la expedición de un 
Dictamen el que cual fue puesto a consideración 
del Pleno del Senado. 

QUINTO. En ese sentido en fecha 16 de abril de 
2015, las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales, de Anticorrupción y Participación Ciuda-
dana de Gobernación y de Estudios Legislativos, 
Segunda, emitieron el dictamen respectivo, el cual 
fue aprobado y posteriormente puesto a conside-
ración del Pleno de la Cámara de Senadores el 21 
de abril de 2015. 

SEXTO. En fecha 21 de abril de 2015, el Sena-
do de la República remitió la minuta aprobada a 
los congresos estatales para efectos del artículo 
135 constitucional, siendo que en fecha 24 de 
abril del año 2015, fue recibida en este Poder Le-
gislativo la Minuta con Proyecto de Decreto por 
el que se reforman, derogan y adicionan diversos 
artículos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de combate a 
la corrupción.

SÉPTIMO. Como se ha mencionado anteriormen-
te, con fundamento en el artículo 34 fracción VIII 
de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del 
Estado de Yucatán, el Presidente de la Mesa Di-
rectiva de este H. Congreso del Estado, en esa 
misma fecha 24 de abril del año en curso, turnó 
a esta Comisión Permanente de Puntos Constitu-
cionales y Gobernación para su estudio, análisis 
y dictamen.
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TERCER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES
Mérida, Yucatán a 11 de Mayo de 2015.

Con base en los antecedentes mencionados, los 
diputados integrantes de esta Comisión Perma-
nente, realizamos las siguientes,

C O N S I D E R A C I O N E S:

PRIMERA. De conformidad con lo establecido 
por el artículo 135 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso del 
Estado de Yucatán, como integrante del Constitu-
yente Permanente, debe manifestar si aprueba o 
no, la Minuta con Proyecto de Decreto por el que 
reforma, deroga y adiciona diversos artículos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de combate a la corrupción. 

Asimismo, con fundamento en el artículo 43 frac-
ción I inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder 
Legislativo del Estado de Yucatán, esta Comisión 
Permanente de Puntos Constitucionales y Gober-
nación, tiene facultad de conocer sobre los asun-
tos relacionados con las reformas a la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDA. El combate a la corrupción se ha con-
vertido en una de las principales exigencias en la 
agenda pública de las naciones que se consideran 
democráticas. La corrupción y las conductas so-
ciales vinculadas a ésta erosionan el entramado 
social, debilitan el desempeño gubernamental y 
amenazan la consolidación y la estabilidad de las 
instituciones democráticas. 

El fenómeno de la corrupción genera altos costos 
económicos que se traducen en la ineficiencia e 
ineficacia de las políticas públicas, así como en 
la pérdida de oportunidades de desarrollo en los 
países. Por su parte, la ciudadanía, al igual que 
los organismos privados y las instituciones públi-
cas, ven limitado su acceso a una mejor oferta de 
bienes y servicios públicos y deben cargar con los 
costos adicionales, económicos y sociales que ge-
neran las prácticas de corrupción.

En el caso de México, a pesar de la construcción 
de mecanismos institucionales para la moderni-
zación de la gestión pública, ya que durante las 
últimas tres décadas, ha avanzado en la construc-
ción de instituciones de fiscalización, evaluación y 
transparencia para controlar la corrupción.

Actualmente el país cuenta con instituciones como 
la Secretaría de la Función Pública (SFP) y la Au-
ditoría Superior de la Federación (ASF) encarga-

das del control y fiscalización de la gestión públi-
ca y se creó el Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos (IFAI) 
para garantizar el derecho a la información. En el 
tema de evaluación se implementó el Presupuesto 
basado en Resultados (PbR) y el Sistema de Eva-
luación del Desempeño (SED). Se creó un Siste-
ma Profesional de Carrera y un marco normativo 
de responsabilidades administrativas de los fun-
cionarios públicos, una normatividad en compras 
públicas, evaluación de programas públicos (con 
un enfoque prioritario en programas sociales), res-
ponsabilidad hacendaria, transparencia guberna-
mental y de armonización contable. 

Asimismo, se implementaron plataformas digitales 
para sistematizar las compras públicas, el servicio 
civil de carrera y las declaraciones patrimoniales 
de funcionarios públicos, así como los padrones 
de beneficiarios de programas públicos.

Sin embargo, aún con todos los avances obteni-
dos en materia presupuestal y de planeación, así 
como en transparencia y rendición de cuentas 
gubernamental, se requiere mucha más atención 
en esta materia, para que no persista el abuso de 
los recursos públicos, así como erradicar entre la 
población sobre prácticas indebidas, opacidad, 
impunidad, uso discrecional de lo público, y evitar 
relaciones ilícitas entre lo público y lo privado. 

Como se puede observar, en México los avances 
en la construcción de capacidades instituciona-
les, de órganos garantes y el diseño de progra-
mas de gobierno para hacer frente al fenómeno 
de la corrupción en el país no son menores, pero 
aun así, es indispensable seguir fortaleciendo las 
instituciones y la legislación en la materia para el 
combate a la corrupción en nuestro país. 

TERCERA. La Minuta Federal remitida a este 
Congreso Estatal por la Cámara de Senadores, 
fortalece el marco jurídico nacional en materia de 
fiscalización, rendición de cuentas, presupuesto, 
entre otros, todo ello encaminado a la erradica-
ción de la corrupción en los distintos órdenes de 
gobierno en el País. 

Por ello, es través de estas reformas constitucio-
nales por el que se crea el Sistema Nacional An-
ticorrupción como una instancia de coordinación 
entre las autoridades de todos los órdenes de go-
bierno competentes para la prevención, detección 
y sanción de responsabilidades administrativas y 
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hechos de corrupción, así como de la fiscalización 
y control de recursos públicos.

Este Sistema contará con un Comité Coordinador, 
el cual estará integrado por los titulares de la Au-
ditoría Superior de la Federación, de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, de la 
Secretaría del Ejecutivo Federal responsable del 
control interno, por el Presidente del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, el Presidente del 
organismo garante que establece el artículo 6º de 
la Constitución, así como por un representante del 
Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité 
de Participación Ciudadana.

Este Comité Coordinador será el encargado de es-
tablecer los mecanismos de coordinación con los 
sistemas locales; así como de diseñar y promover 
las políticas integrales en materia de fiscalización 
y control de recursos públicos de prevención, con-
trol y disuasión de faltas administrativas y hechos 
de corrupción.

Es importante mencionar, que se tuvo que refor-
mar para facultar al Congreso de la Unión para 
que pueda expedir las leyes que regulen la orga-
nización y facultades de la Auditoria Superior y las 
demás que normen la gestión, control y evalua-
ción de los Poderes de la Unión y entes públicos; 
así como expedir la ley general que establezca 
las bases de coordinación del Sistema Nacional 
Anticorrupción.  

En consecuencia, se realizaron reformas respec-
to de las facultades de la Auditoría Superior de la 
Federación, ampliando y fortaleciendo las ya exis-
tentes, con el propósito de que permitan fiscalizar 
directamente los recursos federales que adminis-
tren o ejerzan los estados, los municipios, el Dis-
trito Federal y los órganos político-administrativos 
de sus demarcaciones territoriales, además de 
que en coordinación con las entidades locales de 
fiscalización o de manera directa, haga lo propio 
con las participaciones federales.

Además, se eliminan los principios de anualidad 
y posterioridad e introduce atribuciones a la Audi-
toría Superior para realizar directamente audito-
rías durante el ejercicio fiscal en curso, derivado 
de denuncias y con la autorización del titular de 
la misma Auditoría, con el objeto de investigar y 
sancionar de manera oportuna posibles actos 
irregulares.

No obstante lo anterior, también se le faculta a 
ese órgano fiscalizador a realizar auditorías sobre 
posibles actos irregulares cometidos en ejercicios 
fiscales anteriores, en donde además podrá soli-
citar y revisar de manera casuística y concreta la 
información de ejercicios anteriores al de la Cuen-
ta Pública en revisión, otorgándole un mayor plazo 
para que fiscalice dicha Cuenta. 

En esa misma concordancia, se propone que la 
Auditoría Superior de la Federación no tiene que 
esperar hasta la presentación del Informe del re-
sultado de su revisión, para presentar a la Cáma-
ra de Diputados los hallazgos de sus auditorías. 
Esto, con el objeto de que la Auditoría presente 
a las comisiones de la Cámara de Diputados los 
informes de sus auditorías de manera más opor-
tuna, lo cual permitirá a éstas realizar el análisis 
que corresponda. 

En tal sentido, se robustecen los informes exis-
tentes actualmente de la Auditoría Superior de la 
Federación sobre el estatus de sus observaciones 
y recomendaciones. Por tanto, se establece que 
los informes que debe presentar los días primero 
de los meses de mayo y noviembre de cada año, 
incluirá los montos efectivamente resarcidos a la 
Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los en-
tes públicos federales, como consecuencia de sus 
acciones de fiscalización, las denuncias penales 
presentadas y los procedimientos iniciados ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

Lo anterior, con el objeto de que la Auditoría Su-
perior de la Federación rinda cuentas sobre su ac-
tuación a la Cámara de Diputados y a la población 
en general y, con ello se sujete también a la propia 
Auditoría a un esquema de rendición de cuentas.

Otro punto que se destaca es que la Auditoría po-
drá fiscalizar recursos locales cuando provengan 
de deuda que esté garantizada por la Federación, 
así como fiscalizará los recursos federales que se 
destinen y se ejerzan por fondos y mandatos pú-
blicos y privados. 

Bajo esa tesitura, la Auditoría en lugar de que fin-
que directamente las responsabilidades resarcito-
rias correspondientes, le competerá investigar las 
irregularidades que detecte en la Cuenta Pública, 
en el ejercicio fiscal en curso o en ejercicios ante-
riores y promover el fincamiento de responsabili-
dades ante el nuevo Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa y ante la Fiscalía Especializada en 
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Combate a la Corrupción de la Fiscalía General de 
la República.

Respecto de los estados, se legisló que las legis-
laturas locales contarán con entidades estatales 
de fiscalización, los cuales deberán fiscalizar las 
acciones de Estados y Municipios en materia de 
fondos, recursos locales y deuda pública. La cuen-
ta pública del año anterior deberá ser enviada a la 
Legislatura del Estado, a más tardar el 30 de abril. 
Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación 
cuando medie solicitud del Gobernador, suficien-
temente justificada a juicio de la Legislatura.

Se instaura que en las constituciones y leyes de 
los Estados deberán constituir Tribunales de Jus-
ticia Administrativa, dotados de plena autonomía 
para dictar sus fallos y establecer su organización, 
funcionamiento, procedimientos y, en su caso, re-
cursos contra sus resoluciones. 

Los Tribunales tendrán a su cargo dirimir las con-
troversias que se susciten entre la administración 
pública local y municipal y los particulares; impo-
ner, en los términos que disponga la ley, las san-
ciones a los servidores públicos locales y munici-
pales por responsabilidad administrativa grave, y 
a los particulares que incurran en actos vinculados 
con faltas administrativas graves; así como fincar 
a los responsables el pago de las indemnizacio-
nes y sanciones pecuniarias que deriven de los 
daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pú-
blica Estatal o Municipal o al patrimonio de los en-
tes públicos locales o municipales.

Para la investigación, substanciación y sanción 
de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Poder Judicial de los Estados, se 
observará lo previsto en las constituciones res-
pectivas, sin perjuicio de las atribuciones de las 
entidades de fiscalización sobre el manejo, la cus-
todia y aplicación de recursos públicos.

Otra de las reformas fundamentales, es la rela-
cionada a la transformación del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa en Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, el cual conser-
vará su competencia actual en las materias fiscal 
y administrativa y sólo será adicionada la nueva 
competencia en materia de imposición de sancio-
nes por responsabilidades administrativas graves 
a los servidores públicos de la Federación y, en 
los casos previstos en la Constitución, a los ser-
vidores públicos de los estados, municipios, Dis-

trito Federal y sus demarcaciones territoriales, así 
como a los particulares involucrados en faltas ad-
ministrativas graves, de esta forma se fortalece al 
tribunal, en la lógica del nuevo Sistema Nacional 
Anticorrupción.

La Sala Superior se integrará por 16 magistrados, 
y actuará en Pleno o en Secciones, de las cuales 
a una corresponderá la resolución de los procedi-
mientos para sancionar faltas administrativas gra-
ves. Serán designados por el Presidente de la Re-
pública y ratificados por el voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes del Senado de 
la República, mientras que los magistrados de las 
Salas Regionales, serán ratificados por mayoría. 

Con el propósito de dotar de homogeneidad al Sis-
tema, se prevé que las Constituciones y leyes de 
los Estados y el Distrito Federal instituyan Tribu-
nales de Justicia Administrativa, dotados de plena 
autonomía para dictar sus fallos y establecer su 
organización, funcionamiento, procedimientos y, 
en su caso, recursos contra sus resoluciones. 

Estos tribunales tendrán a su cargo dirimir las con-
troversias que se susciten entre la administración 
pública local y municipal y los particulares, así 
como imponer las sanciones a los servidores pú-
blicos locales y municipales por responsabilidad 
administrativa y a los particulares que incurran en 
hechos de corrupción en los términos que deter-
minen las leyes.

Se plantea una distinción entre las responsabi-
lidades administrativas graves y las no graves. 
Por una parte, se prevé que las responsabilida-
des administrativas graves, serán investigadas y 
substanciadas por la Auditoría Superior de la Fe-
deración y los órganos internos de control, y su 
sanción corresponderá al Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa y a sus homólogos en las enti-
dades federativas. Por otra parte, aquéllas que la 
ley determine como no graves serán investigadas, 
sustanciadas y resueltas por los órganos internos 
de control. Establece un plazo de prescripción de 
7 años para conductas administrativas graves.

En cuanto a los servidores públicos se estable-
ce que éstos estarán obligados a presentar, bajo 
protesta de decir verdad, su declaración patrimo-
nial y de intereses ante las autoridades compe-
tentes y en los términos que determinen las leyes 
aplicables.
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Por último respecto al régimen transitorio se es-
tablece que el Congreso de la Unión, dentro del 
plazo de un año contado a partir de la entrada en 
vigor de las presentes reformas, deberá aprobar 
la legislación secundaria correspondiente. Los 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fis-
cal y Administrativa que hayan sido nombrados a 
la fecha de entrada en vigor de la ley, continua-
rán como Magistrados del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa por el tiempo que fueron 
nombrados.

CUARTA. Por todo lo anteriormente mencionado, 
los diputados integrantes de esta Comisión Per-
manente, estamos a favor de la Minuta de Decreto 
por el que se reforman, derogan y adicionan diver-
sos artículos a la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de combate a 
la corrupción, toda vez que, de manera global ve-
mos que las reformas constitucionales planteadas, 
integran temas relacionados al sistema nacional 
de transparencia, al sistema nacional de fiscaliza-
ción y al sistema nacional anticorrupción, por lo 
que se hace evidente establecer mecanismos e 
instrumentos para armonizar y articular estos sis-
temas, de manera que sean complementarios en-
tre sí y se evite la fragmentación de los esfuerzos, 
y para que exista una armonía y cooperación en 
la aplicación de esta normatividad entre la federa-
ción, los estados, municipios y el Distrito Federal, 
para, finalmente, integrar un sistema nacional de 
cuentas, cuya finalidad primordial es erradicar la 
corrupción.

Asimismo, por lo expuesto y fundado en los artícu-
los 135 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 30 fracción V de la Constitu-
ción Política, 18, 43 fracción I inciso a) y 44 frac-
ción VIII de la Ley de Gobierno del Poder Legislati-
vo, 71 fracción I y 72 del Reglamento de la Ley de 
Gobierno del Poder Legislativo, todos éstos últi-
mos ordenamientos del Estado de Yucatán, some-
temos a consideración del Pleno del H. Congreso 
del Estado de Yucatán, el siguiente proyecto de:

PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE COM-
BATE A LA CORRUPCIÓN.

Artículo Único.- Se reforman los artículos 22, 
párrafo segundo, fracción II; 28, párrafo vigésimo, 
fracción XII; 41, párrafo segundo, fracción V, Apar-
tado A, en sus párrafos segundo, octavo y décimo; 
73, fracciones XXIV y XXIX-H; 74, fracciones II y 
VI, en sus párrafos segundo, tercero, cuarto y quin-
to; 76, fracción II; 79, párrafos primero, segundo, 
actual tercero y sus fracciones I, en sus párrafos 
segundo, cuarto y quinto, II y IV, primer párrafo, y 
los actuales párrafos cuarto, quinto y sexto; 104, 
fracción III; se modifica la denominación del Título 
Cuarto para quedar “De las Responsabilidades de 
los Servidores Públicos, Particulares Vinculados 
con faltas administrativas graves o hechos de Co-
rrupción, y Patrimonial del Estado”; 109; 113; 114, 
párrafo tercero; 116, párrafo segundo, fracciones 
II, en su párrafo sexto y V; 122, Apartado C, BASE 
PRIMERA, fracción V, incisos c), en su párrafo se-
gundo, e), m) y n) y, BASE QUINTA; se adicionan 
los artículos 73, con una fracción XXIX-V; 74, con 
una fracción VIII, pasando la actual VIII a ser IX; 
79, con un tercer y cuarto párrafos, recorriéndose 
los actuales en su orden; 108, con un último párra-
fo; 116, párrafo segundo, fracción II, con un octavo 
párrafo, recorriéndose el actual en su orden; 122, 
Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso 
c), con un tercer párrafo, recorriéndose el actual 
en su orden; y se deroga el segundo párrafo de la 
fracción IV, del actual párrafo tercero del artículo 
79 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 22. …

…

I.	 …

II. Procederá en los casos de delincuencia orga-
nizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de 
vehículos, trata de personas y enriquecimiento ilí-
cito, respecto de los bienes siguientes:

a)	 a d)

III.	 …

Artículo 28. …
…
…
…
…
…
…
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…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…

I.	 a  XI. …

XII.  Cada órgano contará con un órgano interno 
de control, cuyo titular será designado por tas dos 
terceras partes de los miembros presentes de la 
Cámara de Diputados, en los términos que dis-
ponga la ley.
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…

Artículo 41. …
…

I.	 a IV. …

V. …

Apartado A. …

El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la 
materia, independiente en sus decisiones y fun-
cionamiento, y profesional en su desempeño; con-
tará en su estructura con órganos de dirección, 
ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo 
General será su órgano superior de dirección y se 
integrará por un consejero Presidente y diez con-
sejeros electorales, y concurrirán, con voz pero sin 
voto, los consejeros del Poder Legislativo, los re-
presentantes de los partidos políticos y un Secre-
tario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para 
la organización y funcionamiento de los órganos, 

las relaciones de mando entre éstos, así como la 
relación con los organismos públicos locales. Los 
órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del per-
sonal calificado necesario para el ejercicio de sus 
atribuciones. Un órgano interno de control tendrá 
a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la 
fiscalización de todos los ingresos y egresos del 
Instituto. Las disposiciones de la ley electoral y del 
Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo 
General, regirán las relaciones de trabajo con los 
servidores del organismo público. Los órganos de 
vigilancia del padrón electoral se integrarán ma-
yoritariamente por representantes de los partidos 
políticos nacionales. Las mesas directivas de casi-
lla estarán integradas por ciudadanos.
…
…
…
…
…

El titular del órgano interno de control del Instituto 
será designado por la Cámara de Diputados con 
el voto de las dos terceras partes de sus miem-
bros presentes a propuesta de instituciones públi-
cas de educación superior, en la forma y términos 
que determine la ley. Durará seis años en el car-
go y podrá ser reelecto por una sola vez. Estará 
adscrito administrativamente a la presidencia del 
Consejo General y mantendrá la coordinación 
técnica necesaria con la Auditoría Superior de la 
Federación.
…

La ley establecerá los requisitos que deberán re-
unir para su designación el consejero Presidente 
del Consejo General, los consejeros electorales, el 
titular del órgano interno de control y el Secretario 
Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral. Quienes 
hayan fungido como consejero Presidente, con-
sejeros electorales y Secretario Ejecutivo no po-
drán desempeñar cargos en los poderes públicos 
en cuya elección hayan participado, de dirigencia 
partidista, ni ser postulados a cargos de elección 
popular, durante los dos años siguientes a la fecha 
de conclusión de su encargo.
…

Apartado B. a D. …

VI. …

Artículo 73.  El Congreso tiene facultad:
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I. a XXIII. …

XXIV. Para expedir las leyes que regulen la orga-
nización y facultades de la Auditoría Superior de 
la Federación y las demás que normen la gestión, 
control y evaluación de los Poderes de la Unión 
y de los entes públicos federales; así como para 
expedir la ley general que establezca las bases 
de coordinación de! Sistema Nacional Antico-
rrupción a que se refiere el artículo 113 de esta 
Constitución;

XXV. a XXIX-G. ...

XXIX-H. Para expedir la ley que instituya el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, dotado de 
plena autonomía para dictar sus fallos, y que es-
tablezca su organización, su funcionamiento y los 
recursos para impugnar sus resoluciones.

El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controver-
sias que se susciten entre la administración públi-
ca federal y los particulares.

Asimismo, será el órgano competente para impo-
ner las sanciones a los servidores públicos por 
las responsabilidades administrativas que la ley 
determine como graves y a los particulares que 
participen en actos vinculados con dichas respon-
sabilidades, así como fincar a los responsables el 
pago de las indemnizaciones y sanciones pecu-
niarias que deriven de los daños y perjuicios que 
afecten a la Hacienda Pública Federal o al patri-
monio de los entes públicos federales.

El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas 
Regionales.

La Sala Superior del Tribunal se compondrá de 
dieciséis Magistrados y actuará en Pleno o en 
Secciones, de las cuales a una corresponderá la 
resolución de los procedimientos a que se refiere 
el párrafo tercero de la presente fracción.

Los Magistrados de la Sala Superior serán desig-
nados por el Presidente de la República y ratifica-
dos por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes del Senado de la República o, 
en sus recesos, por la Comisión Permanente. Du-
rarán en su encargo quince años improrrogables.

Los Magistrados de Sala Regional serán designa-
dos por el Presidente de la República y ratifica-
dos por mayoría de los miembros presentes del 

Senado de la República o, en sus recesos, por 
la Comisión Permanente. Durarán en su encargo 
diez años pudiendo ser considerados para nuevos 
nombramientos.

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus 
cargos por las causas graves que señale la ley.

XXIX-I. a XXIX-U. ...

XXIX-V. Para expedir la ley general que distribuya 
competencias entre los órdenes de gobierno para 
establecer las responsabilidades administrativas 
de los servidores públicos, sus obligaciones, las 
sanciones aplicables por los actos u omisiones en 
que éstos incurran y las que correspondan a los 
particulares vinculados con faltas administrativas 
graves que al efecto prevea, así como los procedi-
mientos para su aplicación.

XXX. ...

Artículo 74. …

I.	 …

II.	 Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su 
autonomía técnica y de gestión, el desempeño de 
las funciones de la Auditoría Superior de la Fede-
ración, en los términos que disponga la ley;

III.	 a V. ...

VI. …

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cá-
mara de Diputados a través de la Auditoría Supe-
rior de la Federación. Si del examen que ésta reali-
ce aparecieran discrepancias entre las cantidades 
correspondientes a los ingresos o a los egresos, 
con relación a los conceptos y las partidas respec-
tivas o no existiera exactitud o justificación en los 
ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se 
determinarán las responsabilidades de acuerdo 
con la Ley. En el caso de la revisión sobre el cum-
plimiento de los objetivos de los programas, dicha 
autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones 
para la mejora en el desempeño de los mismos, 
en los términos de la Ley.

La Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspon-
diente deberá ser presentada a la Cámara de Di-
putados a más tardar el 30 de abril del año siguien-
te. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación 
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en los términos de la fracción IV, último párrafo, 
de este artículo; la prórroga no deberá exceder de 
30 días naturales y, en tal supuesto, la Auditoria 
Superior de la Federación contará con el mismo 
tiempo adicional para la presentación del Informe 
General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización 
Superior de la Cuenta Pública.

La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pú-
blica a más tardar el 31 de octubre del año siguien-
te al de su presentación, con base en el análisis 
de su contenido y en las conclusiones técnicas 
del Informe General Ejecutivo del resultado de la 
Fiscalización Superior, a que se refiere el artículo 
79 de esta Constitución, sin menoscabo de que el 
trámite de las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas por la Auditoría Superior de 
la Federación, seguirá su curso en términos de lo 
dispuesto en dicho artículo.

La Cámara de Diputados evaluará el desempeño 
de la Auditoría Superior de la Federación y al efec-
to le podrá requerir que le informe sobre la evolu-
ción de sus trabajos de fiscalización;

VII. …

VIII. Designar, por el voto de las dos terceras par-
tes de sus miembros presentes, a los titulares de 
los órganos internos de control de los organismos 
con autonomía reconocida en esta Constitución 
que ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos 
de la Federación, y

IX. Las demás que le confiere expresamente esta 
Constitución.

Articulo 76. …

I. ...

II. Ratificar los nombramientos que el mismo fun-
cionario haga de los Secretarios de Estado, en 
caso de que éste opte por un gobierno de coali-
ción, con excepción de los titulares de los ramos 
de Defensa Nacional y Marina; del Secretario res-
ponsable del control interno del Ejecutivo Federal; 
del Secretario de Relaciones; de los embajadores 
y cónsules generales; de los empleados superio-
res del ramo de Relaciones; de los integrantes de 
los órganos colegiados encargados de la regula-
ción en materia de telecomunicaciones, energía, 
competencia económica, y coroneles y demás je-
fes superiores de! Ejército, Armada y Fuerza Aérea 

Nacionales, en los términos que la ley disponga;

III. a XIV. ...

Artículo 79. La Auditoría Superior de la Fede-
ración de la Cámara de Diputados, tendrá auto-
nomía técnica y de gestión en el ejercido de sus 
atribuciones y para decidir sobre su organización 
interna, funcionamiento y resoluciones, en los tér-
minos que disponga la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme 
a los principios de legalidad, definitividad, impar-
cialidad y confiabilidad.

La Auditoría Superior de la Federación podrá ini-
ciar el proceso de fiscalización a partir del primer 
día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio 
de que las observaciones o recomendaciones que, 
en su caso realice, deberán referirse a la informa-
ción definitiva presentada en la Cuenta Pública.

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos 
de planeación de las auditorías, la Auditoría Su-
perior de la Federación podrá solicitar informa-
ción del ejercido en curso, respecto de procesos 
concluidos.

La Auditoría Superior de la Federación tendrá a 
su cargo:

I. ...

También fiscalizará directamente los recursos fe-
derales que administren o ejerzan los estados, 
los municipios, el Distrito Federal y los órganos 
político-administrativos de sus demarcaciones te-
rritoriales. En los términos que establezca la ley 
fiscalizará, en coordinación con las entidades lo-
cales de fiscalización o de manera directa, las par-
ticipaciones federales. En el caso de los Estados 
y los Municipios cuyos empréstitos cuenten con 
la garantía de la Federación, fiscalizará el destino 
y ejercicio de los recursos correspondientes que 
hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, 
fiscalizará los recursos federales que se destinen 
y se ejerzan por cualquier entidad, persona físi-
ca o moral, pública o privada, y los transferidos a 
fideicomisos, fondos y mandatos, públicos y pri-
vados, o cualquier otra figura jurídica, de confor-
midad con los procedimientos establecidos en las 
leyes y sin perjuicio de la competencia de otras 
autoridades y de los derechos de los usuarios del 
sistema financiero.
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…

La Auditoría Superior de la Federación podrá so-
licitar y revisar, de manera casuística y concreta, 
información de ejercicios anteriores al de la Cuen-
ta Pública en revisión, sin que por este motivo se 
entienda, para todos los efectos legales, abierta 
nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que 
pertenece la información solicitada, exclusivamen-
te cuando el programa, proyecto o la erogación, 
contenidos en el presupuesto en revisión abarque 
para su ejecución y pago diversos ejercicios fisca-
les o se trate de revisiones sobre el cumplimiento 
de los objetivos de los programas federales. Las 
observaciones y recomendaciones que, respecti-
vamente, la Auditoría Superior de la Federación 
emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los re-
cursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, 
en las situaciones que determine la Ley, deriva-
do de denuncias, la Auditoría Superior de la Fe-
deración, previa autorización de su Titular, podrá 
revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las 
entidades fiscalizadas, así como respecto de ejer-
cicios anteriores. Las entidades fiscalizadas pro-
porcionarán la información que se solicite para la 
revisión, en los plazos y términos señalados por la 
Ley y, en caso de incumplimiento, serán aplicables 
las sanciones previstas en la misma. La Auditoría 
Superior de la Federación rendirá un informe es-
pecífico a la Cámara de Diputados y, en su caso, 
promoverá las acciones que correspondan ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fis-
calía Especializada en Combate a la Corrupción o 
las autoridades competentes;

II. Entregar a la Cámara de Diputados, el último día 
hábil de los meses de junio y octubre, así como el 
20 de febrero del año siguiente al de la presenta-
ción de la Cuenta Pública, los informes individua-
les de auditoría que concluya durante el periodo 
respectivo, Asimismo, en esta última fecha, entre-
gar el Informe General Ejecutivo del Resultado de 
la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, el 
cual se someterá a la consideración del Pleno de 
dicha Cámara, El Informe General Ejecutivo y los 
informes individuales serán de carácter público y 
tendrán el contenido que determine la ley; estos 
últimos incluirán como mínimo el dictamen de su 
revisión, un apartado específico con las observa-
ciones de la Auditoría Superior de la Federación, 
así como las justificaciones y aclaraciones que, en 
su caso, las entidades fiscalizadas hayan presen-

tado sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa a la presenta-
ción del Informe General Ejecutivo y de los infor-
mes individuales de auditoría, se darán a cono-
cer a las entidades fiscalizadas la parte que les 
corresponda de los resultados de su revisión, a 
efecto de que éstas presenten las justificaciones 
y aclaraciones que correspondan, las cuales de-
berán ser valoradas por la Auditoría Superior de 
la Federación para la elaboración de los informes 
individuales de auditoría.

El titular de la Auditoría Superior de la Federación 
enviará a las entidades fiscalizadas los informes 
individuales de auditoría que les corresponda, a 
más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que 
haya sido entregado el informe individual de audi-
toría respectivo a la Cámara de Diputados, mismos 
que contendrán las recomendaciones y acciones 
que correspondan para que, en un plazo de hasta 
30 días hábiles, presenten la información y reali-
cen las consideraciones que estimen pertinentes; 
en caso de no hacerlo se harán acreedores a las 
sanciones establecidas en Ley, Lo anterior, no 
aplicará a las promociones de responsabilidades 
ante el Tribunal Federal de justicia Administrativa, 
las cuales se sujetarán a los procedimientos y tér-
minos que establezca la Ley.

La Auditoría Superior de la Federación deberá 
pronunciarse en un plazo de 120 días hábiles 
sobre las respuestas emitidas por las entidades 
fiscalizadas, en caso de no hacerlo, se tendrán 
por atendidas las recomendaciones y acciones 
promovidas.

En el caso de las recomendaciones, las entidades 
fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Su-
perior de la Federación las mejoras realizadas, las 
acciones emprendidas o, en su caso, justificar su 
improcedencia.

La Auditoría Superior de la Federación deberá en-
tregar a la Cámara de Diputados, los días 1 de 
los meses de mayo y noviembre de cada año, un 
informe sobre la situación que guardan las obser-
vaciones, recomendaciones y acciones promovi-
das, correspondientes a cada uno de los informes 
individuales de auditoría que haya presentado en 
los términos de esta fracción. En dicho informe, el 
cual tendrá carácter público, la Auditoría incluirá 
los montos efectivamente resarcidos a la Hacien-
da Pública Federal o al patrimonio de los entes 
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públicos federales, como consecuencia de sus 
acciones de fiscalización, las denuncias penales 
presentadas y los procedimientos iniciados ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

La Auditoría Superior de la Federación deberá 
guardar reserva de sus actuaciones y observa-
ciones hasta que rinda los informes individuales 
de auditoría y el Informe General Ejecutivo a la 
Cámara de Diputados a que se refiere esta frac-
ción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a 
quienes infrinjan esta disposición;

III. …

IV. Derivado de sus investigaciones, promover las 
responsabilidades que sean procedentes ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fis-
calía Especializada en Combate a la Corrupción, 
para la imposición de las sanciones que corres-
pondan a los servidores públicos federales y, en el 
caso del párrafo segundo de la fracción I de este 
artículo, a los servidores públicos de los estados, 
municipios, del Distrito Federal y sus demarcacio-
nes territoriales, y a los particulares.

Se deroga

La Cámara de Diputados designará al titular de 
la Auditoría Superior de la Federación por el voto 
de las dos terceras partes de sus miembros pre-
sentes. La ley determinará el procedimiento para 
su designación. Dicho titular durará en su encargo 
ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por 
una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamen-
te, por las causas graves que la ley señale, con la 
misma votación requerida para su nombramiento, 
o por las causas y conforme a los procedimientos 
previstos en el Título Cuarto de esta Constitución.

Para ser titular de la Auditoría Superior de la Fe-
deración se requiere cumplir, además de los re-
quisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V 
y VI del artículo 95 de esta Constitución, los que 
señale la ley. Durante el ejercicio de su encargo 
no podrá formar parte de ningún partido político, ni 
desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo 
los no remunerados en asociaciones científicas, 
docentes, artísticas o de beneficencia.

Los Poderes de la Unión, las entidades federati-
vas y las demás entidades fiscalizadas facilitarán 
los auxilios que requiera la Auditoría Superior de 
la Federación para el ejercicio de sus funciones y, 

en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las 
sanciones que establezca la Ley. Asimismo, los 
servidores públicos federales y locales, así como 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier 
otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos 
públicos federales, deberán proporcionar la infor-
mación y documentación que solicite la Auditoría 
Superior de la Federación, de conformidad con 
los procedimientos establecidos en las leyes y sin 
perjuicio de la competencia de otras autoridades y 
de los derechos de los usuarios del sistema finan-
ciero. En caso de no proporcionar la información, 
los responsables serán sancionados en los térmi-
nos que establezca la Ley.
…

Artículo 104. ... 

I. y II. …

III. De los recursos de revisión que se interpongan 
contra las resoluciones definitivas de los tribunales 
de justicia administrativa a que se refieren la frac-
ción XXIX-H del artículo 73 y la BASE PRIMERA, 
fracción V, inciso n) y BASE QUINTA del artículo 
122 de esta Constitución, sólo en los casos que 
señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales 
conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, 
se sujetarán a los trámites que la ley reglamen-
taria de los artículos 103 y 107 de esta Constitu-
ción fije para la revisión en amparo indirecto, y en 
contra de las resoluciones que en ellas dicten los 
Tribunales Colegiados de Circuito no procederá 
juicio o recurso alguno;

IV. a VIII. ...

Título Cuarto
De las Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, Particulares Vinculados
con Faltas Administrativas Graves o

Hechos de Corrupción, y Patrimonial del 
Estado.

Artículo 108. …
…
…
…

Los servidores públicos a que se refiere el presen-
te artículo estarán obligados a presentar, bajo pro-
testa de decir verdad, su declaración patrimonial y 
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de intereses ante las autoridades competentes y 
en los términos que determine la ley.

Artículo 109. Los servidores públicos y particula-
res que incurran en responsabilidad frente al Esta-
do, serán sancionados conforme a lo siguiente:

I. Se impondrán, mediante juicio político, las san-
ciones indicadas en el artículo 110 a los servi-
dores públicos señalados en el mismo precepto, 
cuando en el ejercido de sus fundones incurran 
en actos u omisiones que redunden en perjuicio 
de los intereses públicos fundamentales o de su 
buen despacho.

No procede el juicio político por la mera expresión 
de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de cualquier 
servidor público o particulares que incurran en he-
chos de corrupción, será sancionada en los térmi-
nos de la legislación penal aplicable.

Las leyes determinarán los casos y las circunstan-
cias en los que se deba sancionar penalmente por 
causa de enriquecimiento ilícito a los servidores 
públicos que durante el tiempo de su encargo, o 
por motivos del mismo, por sí o por interpósita per-
sona, aumenten su patrimonio, adquieran bienes 
o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya 
procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes 
penales sancionarán con el decomiso y con la pri-
vación de la propiedad de dichos bienes, además 
de las otras penas que correspondan;

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los 
servidores públicos por los actos u omisiones que 
afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcia-
lidad y eficiencia que deban observar en el des-
empeño de sus empleos, cargos o comisiones. 
Dichas sanciones consistirán en amonestación, 
suspensión, destitución e inhabilitación, así como 
en sanciones económicas, y deberán establecerse 
de acuerdo con los beneficios económicos que, en 
su caso, haya obtenido el responsable y con los 
daños y perjuicios patrimoniales causados por los 
actos u omisiones. La ley establecerá los procedi-
mientos para la investigación y sanción de dichos 
actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investiga-
das y substanciadas por la Auditoría Superior de 
la Federación y los órganos internos de control, o 
por sus homólogos en las entidades federativas, 

según corresponda, y serán resueltas por el Tribu-
nal de Justicia Administrativa que resulte compe-
tente. Las demás faltas y sanciones administrati-
vas, serán conocidas y resueltas por los órganos 
internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción 
de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Poder Judicial de la Federación, 
se observará lo previsto en el artículo 94 de esta 
Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la 
Auditoría Superior de la Federación en materia de 
fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplica-
ción de recursos públicos.

La ley establecerá los supuestos y procedimientos 
para impugnar la clasificación de las faltas admi-
nistrativas como no graves, que realicen los órga-
nos internos de control.

Los entes públicos federales tendrán órganos in-
ternos de control con las facultades que determine 
la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilida-
des administrativas; para sancionar aquéllas dis-
tintas a las que son competencia del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, 
egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos 
públicos federales y participaciones federales; 
así como presentar las denuncias por hechos u 
omisiones que pudieran ser constitutivos de deli-
to ante la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción a que se refiere esta Constitución.

Los entes públicos estatales y municipales, así 
como del Distrito Federal y sus demarcaciones te-
rritoriales, contarán con órganos internos de con-
trol, que tendrán, en su ámbito de competencia 
local, las atribuciones a que se refiere el párrafo 
anterior, y

IV. Los tribunales de justicia administrativa impon-
drán a los particulares que intervengan en actos 
vinculados con faltas administrativas graves, con 
independencia de otro tipo de responsabilidades, 
las sanciones económicas; inhabilitación para par-
ticipar en adquisiciones, arrendamientos, servicios 
u obras públicas; así como el resarcimiento de los 
daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pú-
blica o a los entes públicos federales, locales o 
municipales. Las personas morales serán sancio-
nadas en los términos de esta fracción cuando los 
actos vinculados con faltas administrativas graves 
sean realizados por personas físicas que actúen 
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a nombre o representación de la persona moral y 
en beneficio de ella. También podrá ordenarse la 
suspensión de actividades, disolución o interven-
ción de la sociedad respectiva cuando se trate de 
faltas administrativas graves que causen perjuicio 
a la Hacienda Pública o a los entes públicos, fede-
rales, locales o municipales, siempre que la socie-
dad obtenga un beneficio económico y se acredite 
participación de sus órganos de administración, 
de vigilancia o de sus socios, o en aquellos ca-
sos que se advierta que la sociedad es utilizada 
de manera sistemática para vincularse con faltas 
administrativas graves; en estos supuestos la san-
ción se ejecutará hasta que la resolución sea de-
finitiva. Las leyes establecerán los procedimientos 
para la investigación e imposición de las sancio-
nes aplicables de dichos actos u omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las san-
ciones mencionadas en las fracciones anteriores 
se desarrollarán autónomamente. No podrán im-
ponerse dos veces por una sola conducta sancio-
nes de la misma naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta respon-
sabilidad y mediante la presentación de elemen-
tos de prueba, podrá formular denuncia ante la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 
respecto de las conductas a las que se refiere el 
presente artículo.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órga-
nos responsables de la investigación y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de co-
rrupción no les serán oponibles las disposiciones 
dirigidas a proteger la secrecía de la información 
en materia fiscal o la relacionada con operaciones 
de depósito, administración, ahorro e inversión de 
recursos monetarios. La ley establecerá los pro-
cedimientos para que les sea entregada dicha 
información.

La Auditoría Superior de la Federación y la Secre-
taría del Ejecutivo Federal responsable del control 
interno, podrán recurrir las determinaciones de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrup-
ción y del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, de conformidad con lo previsto en los artícu-
los 20, Apartado C, fracción VII, y 104, fracción III 
de esta Constitución, respectivamente.

La responsabilidad del Estado por los daños que, 
con motivo de su actividad administrativa irregular, 
cause en los bienes o derechos de los particula-

res, será objetiva y directa. Los particulares ten-
drán derecho a una indemnización conforme a las 
bases, límites y procedimientos que establezcan 
las leyes.

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción 
es la instancia de coordinación entre las autori-
dades de todos los órdenes de gobierno compe-
tentes en la prevención, detección y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de co-
rrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos. Para el cumplimiento de su ob-
jeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador 
que estará integrado por los titulares de la Audito-
ría Superior de la Federación; de la Fiscalía Espe-
cializada en Combate a la Corrupción; de la secre-
taría del Ejecutivo Federal responsable del control 
interno; por el presidente del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa; el presidente del organis-
mo garante que establece el artículo 6o, de esta 
Constitución; así como por un representante del 
Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité 
de Participación Ciudadana;

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sis-
tema deberá integrarse por cinco ciudadanos que 
se hayan destacado por su contribución a la trans-
parencia, la rendición de cuentas o el combate a 
la corrupción y serán designados en los términos 
que establezca la ley, y

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sis-
tema, en los términos que determine la Ley:

	 a) El establecimiento de mecanismos de 
coordinación con los sistemas locales;

	 b) El diseño y promoción de políticas in-
tegrales en materia de fiscalización y control 
de recursos públicos, de prevención, control y 
disuasión de faltas administrativas y hechos de 
corrupción, en especial sobre las causas que 
los generan;

	 c) La determinación de los mecanismos 
de suministro, intercambio, sistematización y 
actualización de la información que sobre es-
tas materias generen las instituciones compe-
tentes de los órdenes de gobierno;

	 d) El establecimiento de bases y princi-
pios para la efectiva coordinación de las au-
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toridades de los órdenes de gobierno en ma-
teria de fiscalización y control de los recursos 
públicos;

	 e) La elaboración de un informe anual que 
contenga los avances y resultados del ejercicio 
de sus funciones y de la aplicación de políticas 
y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomen-
daciones no vinculantes a las autoridades, con el 
objeto de que adopten medidas dirigidas al fortale-
cimiento institucional para la prevención de faltas 
administrativas y hechos de corrupción, así como 
al mejoramiento de su desempeño y del control 
interno. Las autoridades destinatarias de las reco-
mendaciones informarán al Comité sobre la aten-
ción que brinden a las mismas.

Las entidades federativas establecerán sistemas 
locales anticorrupción con el objeto de coordinar a 
las autoridades locales competentes en la preven-
ción, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción.

Artículo 114. ...
…

La ley señalará los casos de prescripción de la 
responsabilidad administrativa tomando en cuen-
ta la naturaleza y consecuencia de los actos y 
omisiones a que hace referencia la fracción III del 
artículo 109. Cuando dichos actos u omisiones 
fuesen graves los plazos de prescripción no serán 
inferiores a siete años.

Artículo 116. ...

…

I.	 …
II.	 …

…
…
…
…

Las legislaturas de los estados contarán con en-
tidades estatales de fiscalización, las cuales se-
rán órganos con autonomía técnica y de gestión 
en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir 
sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones, en los términos que dispongan sus 

leyes. La función de fiscalización se desarrollará 
conforme a los principios de legalidad, imparcia-
lidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar 
las acciones de Estados y Municipios en materia 
de fondos, recursos locales y deuda pública. Los 
informes de auditoría de las entidades estatales 
de fiscalización tendrán carácter público.
…

La cuenta pública del año anterior deberá ser en-
viada a la Legislatura del Estado, a más tardar 
el 30 de abril. Sólo se podrá ampliar el plazo de 
presentación cuando medie solicitud del Gober-
nador, suficientemente justificada a juicio de la 
Legislatura.

III.	 y IV. …

V. Las Constituciones y leyes de los Estados debe-
rán instituir Tribunales de Justicia Administrativa, 
dotados de plena autonomía para dictar sus fa-
llos y establecer su organización, funcionamiento, 
procedimientos y, en su caso, recursos contra sus 
resoluciones. Los Tribunales tendrán a su cargo 
dirimir las controversias que se susciten entre la 
administración pública local y municipal y los parti-
culares; imponer, en los términos que disponga la 
ley, las sanciones a los servidores públicos locales 
y municipales por responsabilidad administrativa 
grave, y a los particulares que incurran en actos 
vinculados con faltas administrativas graves; así 
como fincar a los responsables el pago de las in-
demnizaciones y sanciones pecuniarias que deri-
ven de los daños y perjuicios que afecten a la Ha-
cienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio 
de los entes públicos locales o municipales.

Para la investigación, substanciación y sanción 
de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Poder Judicial de los Estados, se 
observará lo previsto en las Constituciones res-
pectivas, sin perjuicio de las atribuciones de las 
entidades de fiscalización sobre el manejo, la cus-
todia y aplicación de recursos públicos;

VI. a IX. ...

Artículo 122. ...

…
…
…
…
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…

A. y B. ...

C. ...

BASE PRIMERA. ...

I. a IV. ...

V.	 ...

a)	 y b) ...

c) ...

La cuenta pública del año anterior deberá ser en-
viada a la Asamblea Legislativa a más tardar el 
30 de abril. Este plazo, así como los estableci-
dos para la presentación de las iniciativas de la 
ley de ingresos y del proyecto del presupuesto de 
egresos, solamente podrán ser ampliados cuando 
se formule una solicitud del Ejecutivo del Distrito 
Federal suficientemente justificada a juicio de la 
Asamblea.

Los informes de auditoría de la entidad de fis-
calización del Distrito Federal tendrán carácter 
público,
…

d)...

e) Expedir las disposiciones legales para organi-
zar la hacienda pública, el presupuesto, la conta-
bilidad y el gasto público del Distrito Federal, y la 
entidad de fiscalización dotándola de autonomía 
técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribu-
ciones, y para decidir sobre su organización inter-
na, funcionamiento y resoluciones. La fundón de 
fiscalización será ejercida conforme a los princi-
pios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad;

f) a l) ...

m) Expedir la Ley Orgánica de los tribunales en-
cargados de la función judicial del fuero común en 
el Distrito Federal; 

n) Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 
Administrativa;

ñ) a q). ...

BASE SEGUNDA.- a BASE CUARTA. ...

BASE QUINTA.- Existirá un Tribunal de Justicia 
Administrativa, dotado de plena autonomía para 
dictar sus fallos y establecer su organización, fun-
cionamiento, procedimientos y, en su caso, recur-
sos contra sus resoluciones. El Tribunal tendrá a 
su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la administración pública del Distrito Fede-
ral y los particulares; imponer, en los términos que 
disponga la ley, las sanciones a los servidores pú-
blicos por responsabilidad administrativa grave y a 
los particulares que incurran en actos vinculados 
con faltas administrativas graves; así como fincar 
a los responsables el pago de las indemnizaciones 
y sanciones pecuniarias que deriven de los daños 
y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública del 
Distrito Federal o al patrimonio de los entes públi-
cos del Distrito Federal.

Para la investigación, substanciación y sanción 
de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Tribunal Superior de Justicia, se ob-
servará lo previsto en la fracción II de la BASE 
CUARTA del presente artículo, sin perjuicio de las 
atribuciones de las entidades de fiscalización so-
bre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 
públicos.

D. a H. ...

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al 
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los 
transitorios siguientes.

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del pla-
zo de un año contado a partir de la entrada en vi-
gor del presente Decreto, deberá aprobar las leyes 
generales a que se refieren las fracciones XXIV y 
XXIX-V del artículo 73 de esta Constitución, así 
como las reformas a la legislación establecida en 
las fracciones XXIV y XXIX-H de dicho artículo. 
Asimismo, deberá realizar las adecuaciones a la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, con el objeto de que la Secretaría responsable 
del control interno del Ejecutivo Federal asuma las 
facultades necesarias para el cumplimiento de lo 
previsto en el presente Decreto y en las leyes que 
derivan del mismo.

Tercero. La ley a que se refiere la fracción XXIX-H 
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del artículo 73 de la Constitución, establecerá que, 
observando lo dispuesto en la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa:

a)	 Aprobará su proyecto de presupuesto, 
con sujeción a los criterios generales de polí-
tica económica y los techos globales de gasto 
establecidos por el Ejecutivo Federal;
b)	 Ejercerá directamente su presupuesto 
aprobado por la Cámara de Diputados, sin su-
jetarse a las disposiciones emitidas por las se-
cretarías de Hacienda y Crédito Público y de la 
Función Pública;
c)	 Autorizará las adecuaciones presupues-
tarias sin requerir la autorización de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, siempre 
y cuando no rebase su techo global aprobado 
por la Cámara de Diputados;
d)	 Determinará los ajustes que correspon-
dan a su presupuesto en caso de disminución 
de ingresos durante el ejercicio fiscal, y
e)	 Realizará los pagos, llevará la contabili-
dad y elaborará sus informes, a través de su 
propia tesorería, en los términos de las leyes 
aplicables.

Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas 
de los Estados y la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, deberán, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, expedir las leyes y realizar las 
adecuaciones normativas correspondientes, den-
tro de los ciento ochenta días siguientes a la entra-
da en vigor de las leyes generales a que se refiere 
el Segundo Transitorio del presente Decreto.

Quinto. Las adiciones, reformas y derogaciones 
que por virtud del presente Decreto se hacen a los 
artículos 79, 108, 109, 113, 114, 116, fracción V y 
122, BASE QUINTA, entrarán en vigor en la mis-
ma fecha en que lo hagan las leyes a que se refie-
re el Transitorio Segundo del presente Decreto.

Sexto. En tanto se expiden y reforman las leyes 
a que se refiere el Segundo Transitorio, continua-
rá aplicándose la legislación en materia de res-
ponsabilidades administrativas de los servidores 
públicos, así como de fiscalización y control de 
recursos públicos, en el ámbito federal y de las en-
tidades federativas, que se encuentre vigente a la 
fecha de entrada en vigor del presente Decreto.

Séptimo. Los sistemas anticorrupción de las enti-
dades federativas deberán conformarse de acuer-

do con las Leyes Generales que resulten aplica-
bles, las constituciones y leyes locales.

Octavo. Los Magistrados del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa que hayan sido 
nombrados a la fecha de entrada en vigor de la 
Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artí-
culo 73, de esta Constitución, continuarán como 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa por el tiempo que fueron nombrados.

Los titulares de los órganos a que se refieren las 
adiciones y reformas que establece el presente 
Decreto en las fracciones VIII del artículo 74 y II 
del artículo 76, que se encuentren en funciones 
a la entrada en vigor del mismo, continuarán en 
su encargo en los términos en los que fueron 
nombrados.

Los Magistrados de los Tribunales Contenciosos 
Administrativos cualquiera que sea su denomi-
nación en el ámbito de las entidades federativas, 
continuarán como magistrados de los Tribunales 
de Justicia Administrativa de cada entidad federa-
tiva, exclusivamente por el tiempo que hayan sido 
nombrados.

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva continuará funcionando con su organización y 
facultades actuales y substanciando los asuntos 
que actualmente se encuentran en trámite, hasta 
la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la 
fracción XXIX-H, del artículo 73, de este Decreto.

Noveno. Los recursos humanos, materiales, finan-
cieros y presupuestaos con que cuenta el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, inclu-
yendo todos sus bienes y los derechos derivados 
de los fondos o fideicomisos vigentes, pasarán a 
formar parte del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa en los términos que determine la Ley a 
que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, 
de esta Constitución.

Décimo. Los trabajadores de base que se encuen-
tren prestando sus servicios en el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, a la entrada en 
vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, 
del artículo 73, de esta Constitución, seguirán con-
servando su misma calidad y derechos laborales 
que les corresponden ante el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en los términos que dicha 
ley determine.
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Décimo Primero. La ley reglamentaria del segun-
do párrafo del artículo 113 Constitucional, reforma-
do por virtud del presente Decreto, se entenderá 
referida al último párrafo del artículo 109 Consti-
tucional atendiendo a lo establecido en el Quinto 
Transitorio del presente Decreto.

DADO EN LA SALA DE SESIONES PREVIAS 
DEL RECINTO DEL PODER LEGISLATIVO, EN 
LA CIUDAD DE MÉRIDA, YUCATÁN, A LOS 
OCHO DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS 
MIL QUINCE.

COMISIÓN PERMANENTE DE PUNTOS 
CONSTITUCIONALES Y GOBERNACIÓN.

PRESIDENTE	  
DIP. DAFNE DAVID LÓPEZ MARTÍNEZ		

VICEPRESIDENTE
DIP. LUIS ERNESTO MARTÍNEZ ORDAZ		

SECRETARIO	
DIP. CORNELIO MENA KU		

SECRETARIO	  
DIP. JOSÉ GIOVANI CANTO GÓMEZ		

VOCAL	 
DIP. LUIS ANTONIO HEVIA JIMÉNEZ		

VOCAL	 
DIP. JORGE AUGUSTO SOBRINO ARGÁEZ		

VOCAL	 
DIP. ADRIANA CECILIA MARTÍN SAUMA		

Finalizada la lectura de la exposición de motivos 
del dictamen, el Presidente de la Mesa Directiva, 
expuso: “Diputados y Diputadas. El presente dic-
tamen contiene reformas a la Constituciòn Federal 
en materia de combate a la corrupción, con las 
que se establecerán las bases para el Sistema 
Nacional de Transparencia, de Fiscalización y An-
ticorrupción, asegurando el establecimiento de los 
mecanismos e instrumentos para armonizar y arti-
cular de manera completa los esfuerzos y coope-
ración en la aplicación de las normatividades entre 
la Federación, los estados, los municipios y el Dis-
trito Federal; que conllevará a integrar un sistema 
nacional de cuentas, cuya finalidad será erradicar 
la corrupción. Por lo anterior, es indispensable y 

necesaria su discusión y votación en estos mo-
mentos. Con fundamento en el artículo 34 fracción 
VII de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del 
Estado de Yucatán, así como lo establecido en el 
artículo 84 de su reglamento, solicito la dispensa 
del trámite de discusión y votación en una sesión 
posterior y dicho procedimiento se efectúe en es-
tos momentos. Los que estén a favor de conceder 
la dispensa de los trámites solicitados, sírvanse 
manifestarlo en forma económica”. 

Se concedió la dispensa del trámite solicitado en 
forma económica, por unanimidad.

A continuación, el Presidente con fundamento en 
el Artículo 34 Fracción VII de la Ley de Gobierno 
del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, así 
como lo establecido en el Artículo 89 Fracción III 
del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder 
Legislativo del Estado de Yucatán, puso a discu-
sión el dictamen; indicándoles a los ciudadanos 
Diputados que deseen hacer uso de la palabra en 
contra, inscribirse con la Secretaria Diputada Fá-
tima Georgina Fernández Flores y los que estén 
a favor con la Secretaria Diputada María Yolanda 
Valencia Vales, recordándoles que pueden hacer 
uso de la palabra hasta cinco Diputados a favor y 
hasta cinco Diputados en contra.

Se le concedió el uso de la palabra al 
Diputado José Giovani Canto Gó-
mez, quien dijo: “Bueno pues, antes 
que nada, por el dìa de ayer, que fue 
un día muy importante para todas las 
mujeres, felicito a nombre de todos 

mis compañeros, a mis compañeras Diputadas 
que tuvieron la dicha y la bendición de ser mamás 
y a todas las demás mujeres que nos acompañan 
igual, que la hayan pasado bastante bien, muchí-
simas gracias. Muy buenos días. Con el permiso 
de la Mesa Directiva. Compañeros Diputados. 
Amigos de la prensa. Público aquí presente. El 
día de hoy, hago uso de la palabra para hablar 
a favor de la minuta con proyecto de decreto por 
la que se reforman, derogan y adicionan diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de combate a la co-
rrupción, proveniente de la Cámara de Senadores 
y que el viernes 9 de mayo pasado nos diéramos a 
la tarea de aprobar en el seno de la Comisión Per-
manente de Puntos Constitucionales, el tema en 
cuestión, reviste de una gran importancia, puesto 
que existen cifras alarmantes de lo que envuelve 
el problema de la corrupción en México, en don-
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de lamentablemente, ocupamos el lugar número 
106 de 177 entre los países de Latinoamérica con 
mayor nivel de corrupción, según datos de trans-
parencia internacional. Reforma nuestro marco 
constitucional en materia de corrupción, significa 
que estaremos ante una madurez social y políti-
ca que tanto urge al país, la corrupción nos cues-
ta a los mexicanos 1.5 billones de pesos, lo que 
significa 5.2 veces más que el presupuesto de la 
Secretaría de Educación Pública para ejercer en 
un año, 9% en el producto interno bruto del país 
y 129 veces más que el presupuesto asignado a 
la seguridad pública a estados y municipios. De 
acuerdo al índice nacional de corrupción y buen 
gobierno en el 2010, las dádivas para acceder o 
facilitar trámites y servicios públicos, alcanzaron 
35 mil millones de pesos y se registraron 200 millo-
nes de actos de corrupción. La corrupción no res-
peta estatus sociales, ejemplo de este problema, 
son las medicinas que no llegan a alos hospitales 
públicos de manera urgente, en los departamen-
tos que se cuartean, en las unidades habitacio-
nales y casas de interés social y en la necesidad 
de pagar sobornos para recibir diversos servicios 
básicos, entre otros. El combate a la corrupción 
tiene que la ser la prioridad número uno de todos 
nosotros los Legisladores, no podemos echarle la 
culpa a la cultura del mexicano, tenemos que ser 
agentes de cambio por la sociedad presente y la 
que queremos para nuestros hijos, por tal motivo, 
esta reforma a nuestra Carta Magna fortalece el 
marco jurídico nacional en materia de fiscalización 
y rendición de cuentas y prevé una instancia de 
coordinación entre las autoridades de todos los 
órdenes de gobierno competentes para la preven-
ción, para la detección y la sanción de responsa-
bilidades administrativas y hechos de corrupción. 
Para el Partido Acción Nacional, siempre ha sido 
una preocupación el tema de la corrupción, de 
allí que vemos acertada la presentación y promo-
ción de iniciativas que hoy vienen a sustentarse 
en nuestra máxima ley mexicana. El camino para 
llegar al dictamen que hoy se somete a nuestra 
consideración, no ha sido fácil, pues tema como 
estos, siempre encuentras viscisitudes, sin ema-
brgo; aplaudimos que en esta materia de combate 
a la corrupción, el voto haya sido a favor por prác-
ticamente de todos los Partidos Políticos, una vez 
aprobada y realizada la declaratoria correspon-
diente por parte del Senado y expedida las leyes 
generales en esta materia dentro de los plazos 
establecidos, esta Legislatura deberá realizar las 
adecuaciones necesarias a nuestro marco local, 
para ir dando forma a nuestro sistema anticorrup-

ción de acuerdo a las leyes que resulten aplica-
bles. Compañeras y compañeros, celebramos que 
el Congreso yucateco, en general sea parte del 
Constituyente Permanente, que Yucatán se pro-
nuncie a favor de un tema de mucha importancia 
y que hoy es una exigencia ciudadana, en materia 
de combate a la corrupción es hora de pasar de 
todos los dichos a todos los hechos, que estas re-
formas se conviertan pues, en acciones efectivas 
contra la corrupción, hacemos un reconocimiento 
a la sociedad civil organizada, quiénes han estado 
pendientes y han participado en este proceso de 
reformas enfocados en combate a la corrupción, 
es urgente ponerle fin a tan grave problema, este 
problema que está padeciendo el país y que es 
precisamente el que queremos combatir, la co-
rrupción en el sector público. Los Legisladores del 
PAN en Yucatán, refrendamos nuestro compromi-
so con la ciudadanía a través de la creación del 
impulso y aprobación de herramientas legislati-
vas, a favor de la integridad, la rendición de cuen-
tas y la transparencia como este sistema nacional 
anticorrupción. No más corruptos sin castigo, es 
hora de construir el país que queremos, México. 
Es cuanto, muchísimas gracias”.  

Finalizada la exposición del Diputa-
do Canto Gómez, se le otorgó el uso 
de la tribuna al Diputado     Dafne 
David López Martínez, quien seña-
ló: “Con el permiso de la Mesa Di-
rectiva. Compañeras y compañeros 

Diputados. Amigos de los medios de comunica-
ción. Público que el día de hoy nos acompaña. 
Muy buenos días tengan todos y por supuesto que 
me uno a las felicitaciones de mi compañero Di-
putado que me ha antecedido en la palabra, para 
todas las mamás que están aquí en este Congre-
so. Muchas felicidades a todas. Hago uso de esta 
tribuna para exponer las razones e invitar a votar 
a favor del proyecto de minuta que contiene refor-
mas constitucionales en materia de combate a la 
corrupción que fuera a remitir este Congreso por 
la Cámara de Senadores para efectos del artículo 
135 Constitucional. Si bien la lucha en contra de la 
corrupción ha sido constante y muchos logros se 
han alcanzado, aun falta camino por recorrer, de 
acuerdo a los resultados del índice de percepción 
en la corrupción de 2014 que publicó la organi-
zación para la transparencia internacional. México 
obtuvo una calificación de 35 puntos en una es-
cala del 0 al 100, prácticamente se ha mantenido 
dentro de esa misma calificación dentro la última 
década, si bien la corrupción es un problema en 
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todo el mundo, no hay excusa para dejar de tomar 
acciones decididas, México requiero del fortaleci-
miento de su estrategia en contra de la corrupción 
y es ese interés de la sociedad por tanto de los que 
a ella representamos, lo que hoy nos reúne aquí. 
Todos como ciudadanos debemos celebrar estas 
reformas constitucionales que vienen a reforzar la 
observación de la legalidad y a cerrar espacios a la 
corrupción. Al aprobar esta minuta como Congre-
so Constituyente, estamos cumpliendo con nues-
tra parte como estado de la república, en favor de 
la transparencia y la rendición de cuentas. Al votar 
positivamente esta minuta, aprobamos en nombre 
de todos los yucatecos, nuestro interés en seguir 
impulsando la lucha en contra de la corrupción, la 
minuta federal que se ha puesto a nuestra consi-
deración hace un momento, plantea lo siguiente. 
Se crea el Sistema Nacional Anticorrupción, como 
en una instancia de coordinación entre las autori-
dades de todos los órganos de gobierno compe-
tentes en la prevención, detección y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción, así como la fiscalización y control de 
recursos públicos. Este sistema contará con un 
comité coordinador integrado por los titulares de 
la Auditoría Superior de la Federación, de la Fisca-
lía responsable del combate a la corrupción, de la 
Secretaría del Ejecutivo Federal, responsable del 
control interno, por el Magistrado Presidente del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el Co-
misiones Presidente del organismo garante que 
establece el artículo 6 de la Constitución, así como 
por un representante del Consejo de la Judicatura 
Federal y otro del Comité de Participación Ciuda-
dana integrada por 5 ciudadanos destacados en el 
combate a la corrupción. Se fortalecen las faculta-
des de fiscalización de la Auditoría Superior de la 
Federación otorgándole atribuciones para realizar 
directamente auditorías durante el ejercicio fiscal 
en curso, con el objeto de investigar y sancionar 
de manera oportuna posibles actos irregulares 
cometidos por autoridades. Señala que los entes 
públicos federales y estatales y municipales, así 
como el Distrito Federal, tendrán órganos internos 
de control facultados para que en los términos que 
establezca la ley prevengan, corrijan e investiguen 
actos u omisiones que pudieran constituir respon-
sabilidades administrativas. El Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa se transforma en 
el nuevo Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, conservando su competencia actual en las 
materias fiscal y administrativa, otorgándosele 
una nueva competencia en materia de imposición 
de sanciones por responsabilidades administra-

tivas graves a servidores públicos de la federa-
ción y en los casos previstos en la Constitución 
a servidores públicos de estados y de municipios, 
Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, 
así como a los particulares involucrados en faltas 
administrativas graves. Por otra parte, se estable-
cen modificaciones orgánicas y competenciales 
que fortalecen al Tribunal en la lógica del nuevo 
sistema nacional anticorrupción que se propone 
sea aintegrado por 16 Magistrados, para actuar en 
pleno o en secciones desde donde corresponderá 
la resolución de los procedimientos para sancio-
nar faltas administrativas graves. A efecto de do-
tar de homogeneidad al sistema se prevé que las 
constituciones y leyes de los estados y el Distrito 
Federal instituyen tribunales de justicia adminis-
trativa, dotados de plena autonomía para dictar fa-
llos y establecer su organización, funcionamiento 
y procedimientos. Además se propone introducir 
en el texto constitucional una distinción entre las 
responsabilidades administrativas graves y las no 
graves. Las primeras serán investigadas y subs-
tanciadas por la Auditoría Superior de la Federa-
ción y los órganos internos de control y su san-
ción corresponderá al tribunal federal de justicia 
administrativas, mientras que aquellas que la ley 
determine como no graves, serán investigadas, 
substanciadas y resueltas por los órganos inter-
nos de control. Respecto a los servidores públicos 
se establece que estarán obligados a presentar 
bajo protesta de decir verdad, su declaración pa-
trimonial y de intereses ante las autoridades com-
petentes y en los términos que determinen las le-
yes aplicables. Estimados compañeros Diputados 
y compañeras Diputas, apoyemos decididamente 
el esfuerzo en pro de la lucha contra la corrupción, 
impulsemos políticas públicas efectivas que garan-
ticen que la toma de decisiones gubernamentales 
no sea vulnerada por intereses privados. Por todo 
lo dicho anteriormente, les invito a que aprobemos 
esta minuta federal para prevenir la corrupción y 
evitar conflictos de intereses, fortalezcamos los 
procesos de control, fiscalización y auditoría en 
los gobiernos federales, estatales y municipales, 
promovamos la vigilancia a todos los servidores 
públicos para que en el ejercicio de sus funcio-
nes se apeguen estrictamente a la ley. La partici-
pación activa de la ciudadanía y los gobiernos es 
fundamental para identificar procesos y trámites 
vulnerables a conflictos de intereses o actos de 
corrupción. Construir el país que queremos exige 
actuar permanentemente en favor de la apertura, 
la transparencia y la eficacia, eso es lo que quiere 
y desea la sociedad participativa y propositiva que 
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hoy afortunadamente tiene México. Muchas gra-
cias, es cuanto señor Presidente”.  

Considerándose suficientemente discutido el dic-
tamen, en forma económica, por unanimidad; se 
sometió a votación  el dictamen relativo a la Minu-
ta con proyecto de decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de combate a la corrupción, en 
forma nominal, mediante el sistema electrónico 
hasta por cinco minutos de conformidad con lo 
establecido en el artículo 105 primer párrafo del 
Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder Le-
gislativo del Estado de Yucatán.

Transcurrido el tiempo reglamentario y cerrado el 
sistema electrónico de votación, la Secretaria Di-
putada María Yolanda Valencia Vales, informó al 
Presidente que el resultado de la votación fue de 
23 votos a favor y cero en contra.

Se aprobó por unanimidad con 23 votos a favor y 
cero en contra.

 En tal virtud, se turnó a la Secretaría de 
la Mesa Directiva para que proceda a 
elaborar la Minuta del asunto aprobado 

y a la Secretaría General para recabar las firmas 
correspondientes.

EL CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBE-
RANO DE YUCATÁN, CONFORME A LO DIS-
PUESTO EN LOS ARTÍCULOS 29 Y 30 FRAC-
CIÓN V DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, 18 
Y 34 FRACCIÓN XIII DE LA LEY DE GOBIER-
NO DEL PODER LEGISLATIVO, 117 Y 118 DEL 
REGLAMENTO DE LA LEY DE GOBIERNO DEL 
PODER LEGISLATIVO, TODOS DEL ESTADO 
DE YUCATÁN, EMITE EL SIGUIENTE;

DECRETO:

Artículo único.- El H. Congreso del Estado de 
Yucatán aprueba en sus términos la Minuta con 
Proyecto de Decreto de fecha 21 de abril del año 
2015, enviada por la Cámara de Senadores del 
H. Congreso de la Unión, por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de combate a la corrupción, 

para quedar en los siguientes términos:

 
MINUTA

PROYECTO 
DE 

DECRETO

POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE COM-
BATE A LA CORRUPCIÓN.

Artículo Único.- Se reforman los artículos 22, 
párrafo segundo, fracción II; 28, párrafo vigésimo, 
fracción XII; 41, párrafo segundo, fracción V, Apar-
tado A, en sus párrafos segundo, octavo y décimo; 
73, fracciones XXIV y XXIX-H; 74, fracciones II y 
VI, en sus párrafos segundo, tercero, cuarto y quin-
to; 76, fracción II; 79, párrafos primero, segundo, 
actual tercero y sus fracciones I, en sus párrafos 
segundo, cuarto y quinto, II y IV, primer párrafo, y 
los actuales párrafos cuarto, quinto y sexto; 104, 
fracción III; se modifica la denominación del Título 
Cuarto para quedar “De las Responsabilidades de 
los Servidores Públicos, Particulares Vinculados 
con faltas administrativas graves o hechos de Co-
rrupción, y Patrimonial del Estado”; 109; 113; 114, 
párrafo tercero; 116, párrafo segundo, fracciones 
II, en su párrafo sexto y V; 122, Apartado C, BASE 
PRIMERA, fracción V, incisos c), en su párrafo se-
gundo, e), m) y n) y, BASE QUINTA; se adicionan 
los artículos 73, con una fracción XXIX-V; 74, con 
una fracción VIII, pasando la actual VIII a ser IX; 
79, con un tercer y cuarto párrafos, recorriéndose 
los actuales en su orden; 108, con un último párra-
fo; 116, párrafo segundo, fracción II, con un octavo 
párrafo, recorriéndose el actual en su orden; 122, 
Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso 
c), con un tercer párrafo, recorriéndose el actual 
en su orden; y se deroga el segundo párrafo de la 
fracción IV, del actual párrafo tercero del artículo 
79 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 22. …

…

I.	 …

II. Procederá en los casos de delincuencia orga-
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nizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de 
vehículos, trata de personas y enriquecimiento ilí-
cito, respecto de los bienes siguientes:

a)	 a d)

III.	 …

Artículo 28. …
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…

I.	 a  XI. …

XII.  Cada órgano contará con un órgano interno 
de control, cuyo titular será designado por tas dos 
terceras partes de los miembros presentes de la 
Cámara de Diputados, en los términos que dis-
ponga la ley.
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…
…

Artículo 41. …
…

I.	 a IV. …

V. …

Apartado A. …

El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la 
materia, independiente en sus decisiones y fun-
cionamiento, y profesional en su desempeño; con-
tará en su estructura con órganos de dirección, 
ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo 
General será su órgano superior de dirección y se 
integrará por un consejero Presidente y diez con-
sejeros electorales, y concurrirán, con voz pero sin 
voto, los consejeros del Poder Legislativo, los re-
presentantes de los partidos políticos y un Secre-
tario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para 
la organización y funcionamiento de los órganos, 
las relaciones de mando entre éstos, así como la 
relación con los organismos públicos locales. Los 
órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del per-
sonal calificado necesario para el ejercicio de sus 
atribuciones. Un órgano interno de control tendrá 
a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la 
fiscalización de todos los ingresos y egresos del 
Instituto. Las disposiciones de la ley electoral y del 
Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo 
General, regirán las relaciones de trabajo con los 
servidores del organismo público. Los órganos de 
vigilancia del padrón electoral se integrarán ma-
yoritariamente por representantes de los partidos 
políticos nacionales. Las mesas directivas de casi-
lla estarán integradas por ciudadanos.
…
…
…
…
…

El titular del órgano interno de control del Instituto 
será designado por la Cámara de Diputados con 
el voto de las dos terceras partes de sus miem-
bros presentes a propuesta de instituciones públi-
cas de educación superior, en la forma y términos 
que determine la ley. Durará seis años en el car-
go y podrá ser reelecto por una sola vez. Estará 
adscrito administrativamente a la presidencia del 
Consejo General y mantendrá la coordinación 
técnica necesaria con la Auditoría Superior de la 
Federación.
…

La ley establecerá los requisitos que deberán re-
unir para su designación el consejero Presidente 
del Consejo General, los consejeros electorales, el 
titular del órgano interno de control y el Secretario 
Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral. Quienes 
hayan fungido como consejero Presidente, con-
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sejeros electorales y Secretario Ejecutivo no po-
drán desempeñar cargos en los poderes públicos 
en cuya elección hayan participado, de dirigencia 
partidista, ni ser postulados a cargos de elección 
popular, durante los dos años siguientes a la fecha 
de conclusión de su encargo.
…

Apartado B. a D. …

VI. …

Artículo 73.  El Congreso tiene facultad:

I. a XXIII. …

XXIV. Para expedir las leyes que regulen la orga-
nización y facultades de la Auditoría Superior de 
la Federación y las demás que normen la gestión, 
control y evaluación de los Poderes de la Unión 
y de los entes públicos federales; así como para 
expedir la ley general que establezca las bases 
de coordinación de! Sistema Nacional Antico-
rrupción a que se refiere el artículo 113 de esta 
Constitución;

XXV. a XXIX-G. ...

XXIX-H. Para expedir la ley que instituya el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, dotado de 
plena autonomía para dictar sus fallos, y que es-
tablezca su organización, su funcionamiento y los 
recursos para impugnar sus resoluciones.

El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controver-
sias que se susciten entre la administración públi-
ca federal y los particulares.

Asimismo, será el órgano competente para impo-
ner las sanciones a los servidores públicos por 
las responsabilidades administrativas que la ley 
determine como graves y a los particulares que 
participen en actos vinculados con dichas respon-
sabilidades, así como fincar a los responsables el 
pago de las indemnizaciones y sanciones pecu-
niarias que deriven de los daños y perjuicios que 
afecten a la Hacienda Pública Federal o al patri-
monio de los entes públicos federales.

El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas 
Regionales.

La Sala Superior del Tribunal se compondrá de 
dieciséis Magistrados y actuará en Pleno o en 

Secciones, de las cuales a una corresponderá la 
resolución de los procedimientos a que se refiere 
el párrafo tercero de la presente fracción.

Los Magistrados de la Sala Superior serán desig-
nados por el Presidente de la República y ratifica-
dos por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes del Senado de la República o, 
en sus recesos, por la Comisión Permanente. Du-
rarán en su encargo quince años improrrogables.

Los Magistrados de Sala Regional serán designa-
dos por el Presidente de la República y ratifica-
dos por mayoría de los miembros presentes del 
Senado de la República o, en sus recesos, por 
la Comisión Permanente. Durarán en su encargo 
diez años pudiendo ser considerados para nuevos 
nombramientos.

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus 
cargos por las causas graves que señale la ley.

XXIX-I. a XXIX-U. ...

XXIX-V. Para expedir la ley general que distribuya 
competencias entre los órdenes de gobierno para 
establecer las responsabilidades administrativas 
de los servidores públicos, sus obligaciones, las 
sanciones aplicables por los actos u omisiones en 
que éstos incurran y las que correspondan a los 
particulares vinculados con faltas administrativas 
graves que al efecto prevea, así como los procedi-
mientos para su aplicación.

XXX. ...

Artículo 74. …

I.	 …

II.  Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autono-
mía técnica y de gestión, el desempeño de las fun-
ciones de la Auditoría Superior de la Federación, 
en los términos que disponga la ley;

III.	 a V. ...

VI. …

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cá-
mara de Diputados a través de la Auditoría Supe-
rior de la Federación. Si del examen que ésta reali-
ce aparecieran discrepancias entre las cantidades 
correspondientes a los ingresos o a los egresos, 
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con relación a los conceptos y las partidas respec-
tivas o no existiera exactitud o justificación en los 
ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se 
determinarán las responsabilidades de acuerdo 
con la Ley. En el caso de la revisión sobre el cum-
plimiento de los objetivos de los programas, dicha 
autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones 
para la mejora en el desempeño de los mismos, 
en los términos de la Ley.

La Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspon-
diente deberá ser presentada a la Cámara de Di-
putados a más tardar el 30 de abril del año siguien-
te. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación 
en los términos de la fracción IV, último párrafo, 
de este artículo; la prórroga no deberá exceder de 
30 días naturales y, en tal supuesto, la Auditoria 
Superior de la Federación contará con el mismo 
tiempo adicional para la presentación del Informe 
General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización 
Superior de la Cuenta Pública.

La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pú-
blica a más tardar el 31 de octubre del año siguien-
te al de su presentación, con base en el análisis 
de su contenido y en las conclusiones técnicas 
del Informe General Ejecutivo del resultado de la 
Fiscalización Superior, a que se refiere el artículo 
79 de esta Constitución, sin menoscabo de que el 
trámite de las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas por la Auditoría Superior de 
la Federación, seguirá su curso en términos de lo 
dispuesto en dicho artículo.

La Cámara de Diputados evaluará el desempeño 
de la Auditoría Superior de la Federación y al efec-
to le podrá requerir que le informe sobre la evolu-
ción de sus trabajos de fiscalización;

VII. …

VIII. Designar, por el voto de las dos terceras par-
tes de sus miembros presentes, a los titulares de 
los órganos internos de control de los organismos 
con autonomía reconocida en esta Constitución 
que ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos 
de la Federación, y

IX. Las demás que le confiere expresamente esta 
Constitución.

Articulo 76. …

I. ...

II. Ratificar los nombramientos que el mismo fun-
cionario haga de los Secretarios de Estado, en 
caso de que éste opte por un gobierno de coali-
ción, con excepción de los titulares de los ramos 
de Defensa Nacional y Marina; del Secretario res-
ponsable del control interno del Ejecutivo Federal; 
del Secretario de Relaciones; de los embajadores 
y cónsules generales; de los empleados superio-
res del ramo de Relaciones; de los integrantes de 
los órganos colegiados encargados de la regula-
ción en materia de telecomunicaciones, energía, 
competencia económica, y coroneles y demás je-
fes superiores de! Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales, en los términos que la ley disponga;

III. a XIV. ...

Artículo 79. La Auditoría Superior de la Fede-
ración de la Cámara de Diputados, tendrá auto-
nomía técnica y de gestión en el ejercido de sus 
atribuciones y para decidir sobre su organización 
interna, funcionamiento y resoluciones, en los tér-
minos que disponga la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme 
a los principios de legalidad, definitividad, impar-
cialidad y confiabilidad.

La Auditoría Superior de la Federación podrá ini-
ciar el proceso de fiscalización a partir del primer 
día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio 
de que las observaciones o recomendaciones que, 
en su caso realice, deberán referirse a la informa-
ción definitiva presentada en la Cuenta Pública.

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos 
de planeación de las auditorías, la Auditoría Su-
perior de la Federación podrá solicitar informa-
ción del ejercido en curso, respecto de procesos 
concluidos.

La Auditoría Superior de la Federación tendrá a 
su cargo:

I. ...

También fiscalizará directamente los recursos fe-
derales que administren o ejerzan los estados, 
los municipios, el Distrito Federal y los órganos 
político-administrativos de sus demarcaciones te-
rritoriales. En los términos que establezca la ley 
fiscalizará, en coordinación con las entidades lo-
cales de fiscalización o de manera directa, las par-



28

ticipaciones federales. En el caso de los Estados 
y los Municipios cuyos empréstitos cuenten con 
la garantía de la Federación, fiscalizará el destino 
y ejercicio de los recursos correspondientes que 
hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, 
fiscalizará los recursos federales que se destinen 
y se ejerzan por cualquier entidad, persona físi-
ca o moral, pública o privada, y los transferidos a 
fideicomisos, fondos y mandatos, públicos y pri-
vados, o cualquier otra figura jurídica, de confor-
midad con los procedimientos establecidos en las 
leyes y sin perjuicio de la competencia de otras 
autoridades y de los derechos de los usuarios del 
sistema financiero.
…

La Auditoría Superior de la Federación podrá so-
licitar y revisar, de manera casuística y concreta, 
información de ejercicios anteriores al de la Cuen-
ta Pública en revisión, sin que por este motivo se 
entienda, para todos los efectos legales, abierta 
nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que 
pertenece la información solicitada, exclusivamen-
te cuando el programa, proyecto o la erogación, 
contenidos en el presupuesto en revisión abarque 
para su ejecución y pago diversos ejercicios fisca-
les o se trate de revisiones sobre el cumplimiento 
de los objetivos de los programas federales. Las 
observaciones y recomendaciones que, respecti-
vamente, la Auditoría Superior de la Federación 
emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los re-
cursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, 
en las situaciones que determine la Ley, deriva-
do de denuncias, la Auditoría Superior de la Fe-
deración, previa autorización de su Titular, podrá 
revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las 
entidades fiscalizadas, así como respecto de ejer-
cicios anteriores. Las entidades fiscalizadas pro-
porcionarán la información que se solicite para la 
revisión, en los plazos y términos señalados por la 
Ley y, en caso de incumplimiento, serán aplicables 
las sanciones previstas en la misma. La Auditoría 
Superior de la Federación rendirá un informe es-
pecífico a la Cámara de Diputados y, en su caso, 
promoverá las acciones que correspondan ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fis-
calía Especializada en Combate a la Corrupción o 
las autoridades competentes;

II. Entregar a la Cámara de Diputados, el último día 
hábil de los meses de junio y octubre, así como el 
20 de febrero del año siguiente al de la presenta-

ción de la Cuenta Pública, los informes individua-
les de auditoría que concluya durante el periodo 
respectivo, Asimismo, en esta última fecha, entre-
gar el Informe General Ejecutivo del Resultado de 
la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, el 
cual se someterá a la consideración del Pleno de 
dicha Cámara, El Informe General Ejecutivo y los 
informes individuales serán de carácter público y 
tendrán el contenido que determine la ley; estos 
últimos incluirán como mínimo el dictamen de su 
revisión, un apartado específico con las observa-
ciones de la Auditoría Superior de la Federación, 
así como las justificaciones y aclaraciones que, en 
su caso, las entidades fiscalizadas hayan presen-
tado sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa a la presenta-
ción del Informe General Ejecutivo y de los infor-
mes individuales de auditoría, se darán a cono-
cer a las entidades fiscalizadas la parte que les 
corresponda de los resultados de su revisión, a 
efecto de que éstas presenten las justificaciones 
y aclaraciones que correspondan, las cuales de-
berán ser valoradas por la Auditoría Superior de 
la Federación para la elaboración de los informes 
individuales de auditoría.

El titular de la Auditoría Superior de la Federación 
enviará a las entidades fiscalizadas los informes 
individuales de auditoría que les corresponda, a 
más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que 
haya sido entregado el informe individual de audi-
toría respectivo a la Cámara de Diputados, mismos 
que contendrán las recomendaciones y acciones 
que correspondan para que, en un plazo de hasta 
30 días hábiles, presenten la información y reali-
cen las consideraciones que estimen pertinentes; 
en caso de no hacerlo se harán acreedores a las 
sanciones establecidas en Ley, Lo anterior, no 
aplicará a las promociones de responsabilidades 
ante el Tribunal Federal de justicia Administrativa, 
las cuales se sujetarán a los procedimientos y tér-
minos que establezca la Ley.

La Auditoría Superior de la Federación deberá 
pronunciarse en un plazo de 120 días hábiles 
sobre las respuestas emitidas por las entidades 
fiscalizadas, en caso de no hacerlo, se tendrán 
por atendidas las recomendaciones y acciones 
promovidas.

En el caso de las recomendaciones, las entidades 
fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Su-
perior de la Federación las mejoras realizadas, las 
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acciones emprendidas o, en su caso, justificar su 
improcedencia.

La Auditoría Superior de la Federación deberá en-
tregar a la Cámara de Diputados, los días 1 de 
los meses de mayo y noviembre de cada año, un 
informe sobre la situación que guardan las obser-
vaciones, recomendaciones y acciones promovi-
das, correspondientes a cada uno de los informes 
individuales de auditoría que haya presentado en 
los términos de esta fracción. En dicho informe, el 
cual tendrá carácter público, la Auditoría incluirá 
los montos efectivamente resarcidos a la Hacien-
da Pública Federal o al patrimonio de los entes 
públicos federales, como consecuencia de sus 
acciones de fiscalización, las denuncias penales 
presentadas y los procedimientos iniciados ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

La Auditoría Superior de la Federación deberá 
guardar reserva de sus actuaciones y observa-
ciones hasta que rinda los informes individuales 
de auditoría y el Informe General Ejecutivo a la 
Cámara de Diputados a que se refiere esta frac-
ción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a 
quienes infrinjan esta disposición;

III. …

IV. Derivado de sus investigaciones, promover las 
responsabilidades que sean procedentes ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fis-
calía Especializada en Combate a la Corrupción, 
para la imposición de las sanciones que corres-
pondan a los servidores públicos federales y, en el 
caso del párrafo segundo de la fracción I de este 
artículo, a los servidores públicos de los estados, 
municipios, del Distrito Federal y sus demarcacio-
nes territoriales, y a los particulares.

Se deroga

La Cámara de Diputados designará al titular de 
la Auditoría Superior de la Federación por el voto 
de las dos terceras partes de sus miembros pre-
sentes. La ley determinará el procedimiento para 
su designación. Dicho titular durará en su encargo 
ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por 
una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamen-
te, por las causas graves que la ley señale, con la 
misma votación requerida para su nombramiento, 
o por las causas y conforme a los procedimientos 
previstos en el Título Cuarto de esta Constitución.

Para ser titular de la Auditoría Superior de la Fe-
deración se requiere cumplir, además de los re-
quisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V 
y VI del artículo 95 de esta Constitución, los que 
señale la ley. Durante el ejercicio de su encargo 
no podrá formar parte de ningún partido político, ni 
desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo 
los no remunerados en asociaciones científicas, 
docentes, artísticas o de beneficencia.

Los Poderes de la Unión, las entidades federati-
vas y las demás entidades fiscalizadas facilitarán 
los auxilios que requiera la Auditoría Superior de 
la Federación para el ejercicio de sus funciones y, 
en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las 
sanciones que establezca la Ley. Asimismo, los 
servidores públicos federales y locales, así como 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier 
otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos 
públicos federales, deberán proporcionar la infor-
mación y documentación que solicite la Auditoría 
Superior de la Federación, de conformidad con 
los procedimientos establecidos en las leyes y sin 
perjuicio de la competencia de otras autoridades y 
de los derechos de los usuarios del sistema finan-
ciero. En caso de no proporcionar la información, 
los responsables serán sancionados en los térmi-
nos que establezca la Ley.

…

Artículo 104. ... 

I. y II. …

III. De los recursos de revisión que se interpongan 
contra las resoluciones definitivas de los tribunales 
de justicia administrativa a que se refieren la frac-
ción XXIX-H del artículo 73 y la BASE PRIMERA, 
fracción V, inciso n) y BASE QUINTA del artículo 
122 de esta Constitución, sólo en los casos que 
señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales 
conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, 
se sujetarán a los trámites que la ley reglamen-
taria de los artículos 103 y 107 de esta Constitu-
ción fije para la revisión en amparo indirecto, y en 
contra de las resoluciones que en ellas dicten los 
Tribunales Colegiados de Circuito no procederá 
juicio o recurso alguno;

IV. a VIII. ...
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Título Cuarto
De las Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, Particulares Vinculados
con Faltas Administrativas Graves o

Hechos de Corrupción, y Patrimonial del 
Estado.

Artículo 108. …
…
…
…

Los servidores públicos a que se refiere el presen-
te artículo estarán obligados a presentar, bajo pro-
testa de decir verdad, su declaración patrimonial y 
de intereses ante las autoridades competentes y 
en los términos que determine la ley.

Artículo 109. Los servidores públicos y particula-
res que incurran en responsabilidad frente al Esta-
do, serán sancionados conforme a lo siguiente:

I. Se impondrán, mediante juicio político, las san-
ciones indicadas en el artículo 110 a los servi-
dores públicos señalados en el mismo precepto, 
cuando en el ejercido de sus fundones incurran 
en actos u omisiones que redunden en perjuicio 
de los intereses públicos fundamentales o de su 
buen despacho.

No procede el juicio político por la mera expresión 
de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de cualquier 
servidor público o particulares que incurran en he-
chos de corrupción, será sancionada en los térmi-
nos de la legislación penal aplicable.

Las leyes determinarán los casos y las circunstan-
cias en los que se deba sancionar penalmente por 
causa de enriquecimiento ilícito a los servidores 
públicos que durante el tiempo de su encargo, o 
por motivos del mismo, por sí o por interpósita per-
sona, aumenten su patrimonio, adquieran bienes 
o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya 
procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes 
penales sancionarán con el decomiso y con la pri-
vación de la propiedad de dichos bienes, además 
de las otras penas que correspondan;

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los 
servidores públicos por los actos u omisiones que 
afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcia-
lidad y eficiencia que deban observar en el des-

empeño de sus empleos, cargos o comisiones. 
Dichas sanciones consistirán en amonestación, 
suspensión, destitución e inhabilitación, así como 
en sanciones económicas, y deberán establecerse 
de acuerdo con los beneficios económicos que, en 
su caso, haya obtenido el responsable y con los 
daños y perjuicios patrimoniales causados por los 
actos u omisiones. La ley establecerá los procedi-
mientos para la investigación y sanción de dichos 
actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investiga-
das y substanciadas por la Auditoría Superior de 
la Federación y los órganos internos de control, o 
por sus homólogos en las entidades federativas, 
según corresponda, y serán resueltas por el Tribu-
nal de Justicia Administrativa que resulte compe-
tente. Las demás faltas y sanciones administrati-
vas, serán conocidas y resueltas por los órganos 
internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción 
de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Poder Judicial de la Federación, 
se observará lo previsto en el artículo 94 de esta 
Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la 
Auditoría Superior de la Federación en materia de 
fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplica-
ción de recursos públicos.

La ley establecerá los supuestos y procedimientos 
para impugnar la clasificación de las faltas admi-
nistrativas como no graves, que realicen los órga-
nos internos de control.

Los entes públicos federales tendrán órganos in-
ternos de control con las facultades que determine 
la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilida-
des administrativas; para sancionar aquéllas dis-
tintas a las que son competencia del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, 
egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos 
públicos federales y participaciones federales; 
así como presentar las denuncias por hechos u 
omisiones que pudieran ser constitutivos de deli-
to ante la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción a que se refiere esta Constitución.

Los entes públicos estatales y municipales, así 
como del Distrito Federal y sus demarcaciones te-
rritoriales, contarán con órganos internos de con-
trol, que tendrán, en su ámbito de competencia 
local, las atribuciones a que se refiere el párrafo 
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anterior, y

IV. Los tribunales de justicia administrativa impon-
drán a los particulares que intervengan en actos 
vinculados con faltas administrativas graves, con 
independencia de otro tipo de responsabilidades, 
las sanciones económicas; inhabilitación para par-
ticipar en adquisiciones, arrendamientos, servicios 
u obras públicas; así como el resarcimiento de los 
daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pú-
blica o a los entes públicos federales, locales o 
municipales. Las personas morales serán sancio-
nadas en los términos de esta fracción cuando los 
actos vinculados con faltas administrativas graves 
sean realizados por personas físicas que actúen 
a nombre o representación de la persona moral y 
en beneficio de ella. También podrá ordenarse la 
suspensión de actividades, disolución o interven-
ción de la sociedad respectiva cuando se trate de 
faltas administrativas graves que causen perjuicio 
a la Hacienda Pública o a los entes públicos, fede-
rales, locales o municipales, siempre que la socie-
dad obtenga un beneficio económico y se acredite 
participación de sus órganos de administración, 
de vigilancia o de sus socios, o en aquellos ca-
sos que se advierta que la sociedad es utilizada 
de manera sistemática para vincularse con faltas 
administrativas graves; en estos supuestos la san-
ción se ejecutará hasta que la resolución sea de-
finitiva. Las leyes establecerán los procedimientos 
para la investigación e imposición de las sancio-
nes aplicables de dichos actos u omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las san-
ciones mencionadas en las fracciones anteriores 
se desarrollarán autónomamente. No podrán im-
ponerse dos veces por una sola conducta sancio-
nes de la misma naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta respon-
sabilidad y mediante la presentación de elemen-
tos de prueba, podrá formular denuncia ante la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 
respecto de las conductas a las que se refiere el 
presente artículo.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órga-
nos responsables de la investigación y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de co-
rrupción no les serán oponibles las disposiciones 
dirigidas a proteger la secrecía de la información 
en materia fiscal o la relacionada con operaciones 
de depósito, administración, ahorro e inversión de 

recursos monetarios. La ley establecerá los pro-
cedimientos para que les sea entregada dicha 
información.

La Auditoría Superior de la Federación y la Secre-
taría del Ejecutivo Federal responsable del control 
interno, podrán recurrir las determinaciones de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrup-
ción y del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, de conformidad con lo previsto en los artícu-
los 20, Apartado C, fracción VII, y 104, fracción III 
de esta Constitución, respectivamente.

La responsabilidad del Estado por los daños que, 
con motivo de su actividad administrativa irregular, 
cause en los bienes o derechos de los particula-
res, será objetiva y directa. Los particulares ten-
drán derecho a una indemnización conforme a las 
bases, límites y procedimientos que establezcan 
las leyes.

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción 
es la instancia de coordinación entre las autori-
dades de todos los órdenes de gobierno compe-
tentes en la prevención, detección y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de co-
rrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos. Para el cumplimiento de su ob-
jeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador 
que estará integrado por los titulares de la Audito-
ría Superior de la Federación; de la Fiscalía Espe-
cializada en Combate a la Corrupción; de la secre-
taría del Ejecutivo Federal responsable del control 
interno; por el presidente del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa; el presidente del organis-
mo garante que establece el artículo 6o, de esta 
Constitución; así como por un representante del 
Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité 
de Participación Ciudadana;

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sis-
tema deberá integrarse por cinco ciudadanos que 
se hayan destacado por su contribución a la trans-
parencia, la rendición de cuentas o el combate a 
la corrupción y serán designados en los términos 
que establezca la ley, y

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sis-
tema, en los términos que determine la Ley:
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a) El establecimiento de mecanismos de 
coordinación con los sistemas locales;

b) El diseño y promoción de políticas inte-
grales en materia de fiscalización y control de 
recursos públicos, de prevención, control y di-
suasión de faltas administrativas y hechos de 
corrupción, en especial sobre las causas que 
los generan;

c) La determinación de los mecanismos de 
suministro, intercambio, sistematización y ac-
tualización de la información que sobre estas 
materias generen las instituciones competen-
tes de los órdenes de gobierno;

d) El establecimiento de bases y principios 
para la efectiva coordinación de las autoridades 
de los órdenes de gobierno en materia de fis-
calización y control de los recursos públicos;

e) La elaboración de un informe anual que 
contenga los avances y resultados del ejercicio 
de sus funciones y de la aplicación de políticas 
y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomen-
daciones no vinculantes a las autoridades, con el 
objeto de que adopten medidas dirigidas al fortale-
cimiento institucional para la prevención de faltas 
administrativas y hechos de corrupción, así como 
al mejoramiento de su desempeño y del control 
interno. Las autoridades destinatarias de las reco-
mendaciones informarán al Comité sobre la aten-
ción que brinden a las mismas.

Las entidades federativas establecerán sistemas 
locales anticorrupción con el objeto de coordinar a 
las autoridades locales competentes en la preven-
ción, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción.

Artículo 114. ...
…

La ley señalará los casos de prescripción de la 
responsabilidad administrativa tomando en cuen-
ta la naturaleza y consecuencia de los actos y 
omisiones a que hace referencia la fracción III del 
artículo 109. Cuando dichos actos u omisiones 
fuesen graves los plazos de prescripción no serán 
inferiores a siete años.

Artículo 116. ...

…

I.	 …
II.	 …

…
…
…
…

Las legislaturas de los estados contarán con en-
tidades estatales de fiscalización, las cuales se-
rán órganos con autonomía técnica y de gestión 
en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir 
sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones, en los términos que dispongan sus 
leyes. La función de fiscalización se desarrollará 
conforme a los principios de legalidad, imparcia-
lidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar 
las acciones de Estados y Municipios en materia 
de fondos, recursos locales y deuda pública. Los 
informes de auditoría de las entidades estatales 
de fiscalización tendrán carácter público.
…

La cuenta pública del año anterior deberá ser en-
viada a la Legislatura del Estado, a más tardar 
el 30 de abril. Sólo se podrá ampliar el plazo de 
presentación cuando medie solicitud del Gober-
nador, suficientemente justificada a juicio de la 
Legislatura.

III.	 y IV. …

V. Las Constituciones y leyes de los Estados debe-
rán instituir Tribunales de Justicia Administrativa, 
dotados de plena autonomía para dictar sus fa-
llos y establecer su organización, funcionamiento, 
procedimientos y, en su caso, recursos contra sus 
resoluciones. Los Tribunales tendrán a su cargo 
dirimir las controversias que se susciten entre la 
administración pública local y municipal y los parti-
culares; imponer, en los términos que disponga la 
ley, las sanciones a los servidores públicos locales 
y municipales por responsabilidad administrativa 
grave, y a los particulares que incurran en actos 
vinculados con faltas administrativas graves; así 
como fincar a los responsables el pago de las in-
demnizaciones y sanciones pecuniarias que deri-
ven de los daños y perjuicios que afecten a la Ha-
cienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio 
de los entes públicos locales o municipales.

Para la investigación, substanciación y sanción 
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de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Poder Judicial de los Estados, se 
observará lo previsto en las Constituciones res-
pectivas, sin perjuicio de las atribuciones de las 
entidades de fiscalización sobre el manejo, la cus-
todia y aplicación de recursos públicos;

VI. a IX. ...

Artículo 122. ...
…
…
…
…
…

A. y B. ...

C. ...

BASE PRIMERA. ...

I. a IV. ...

V.	 ...

a)	 y b) ...

c) ...

La cuenta pública del año anterior deberá ser en-
viada a la Asamblea Legislativa a más tardar el 
30 de abril. Este plazo, así como los estableci-
dos para la presentación de las iniciativas de la 
ley de ingresos y del proyecto del presupuesto de 
egresos, solamente podrán ser ampliados cuando 
se formule una solicitud del Ejecutivo del Distrito 
Federal suficientemente justificada a juicio de la 
Asamblea.

Los informes de auditoría de la entidad de fis-
calización del Distrito Federal tendrán carácter 
público,

…

d)...

e) Expedir las disposiciones legales para organi-
zar la hacienda pública, el presupuesto, la conta-
bilidad y el gasto público del Distrito Federal, y la 
entidad de fiscalización dotándola de autonomía 
técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribu-
ciones, y para decidir sobre su organización inter-

na, funcionamiento y resoluciones. La fundón de 
fiscalización será ejercida conforme a los princi-
pios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad;

f) a l) ...

m) Expedir la Ley Orgánica de los tribunales en-
cargados de la función judicial del fuero común en 
el Distrito Federal; 

n) Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 
Administrativa;

ñ) a q). ...

BASE SEGUNDA.- a BASE CUARTA. ...

BASE QUINTA.- Existirá un Tribunal de Justicia 
Administrativa, dotado de plena autonomía para 
dictar sus fallos y establecer su organización, fun-
cionamiento, procedimientos y, en su caso, recur-
sos contra sus resoluciones. El Tribunal tendrá a 
su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la administración pública del Distrito Fede-
ral y los particulares; imponer, en los términos que 
disponga la ley, las sanciones a los servidores pú-
blicos por responsabilidad administrativa grave y a 
los particulares que incurran en actos vinculados 
con faltas administrativas graves; así como fincar 
a los responsables el pago de las indemnizaciones 
y sanciones pecuniarias que deriven de los daños 
y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública del 
Distrito Federal o al patrimonio de los entes públi-
cos del Distrito Federal.

Para la investigación, substanciación y sanción 
de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Tribunal Superior de Justicia, se ob-
servará lo previsto en la fracción II de la BASE 
CUARTA del presente artículo, sin perjuicio de las 
atribuciones de las entidades de fiscalización so-
bre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 
públicos.

D. a H. ...

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al 
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los 
transitorios siguientes.

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del pla-
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zo de un año contado a partir de la entrada en vi-
gor del presente Decreto, deberá aprobar las leyes 
generales a que se refieren las fracciones XXIV y 
XXIX-V del artículo 73 de esta Constitución, así 
como las reformas a la legislación establecida en 
las fracciones XXIV y XXIX-H de dicho artículo. 
Asimismo, deberá realizar las adecuaciones a la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, con el objeto de que la Secretaría responsable 
del control interno del Ejecutivo Federal asuma las 
facultades necesarias para el cumplimiento de lo 
previsto en el presente Decreto y en las leyes que 
derivan del mismo.

Tercero. La ley a que se refiere la fracción XXIX-H 
del artículo 73 de la Constitución, establecerá que, 
observando lo dispuesto en la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa:

a)Aprobará su proyecto de presupuesto, 
con sujeción a los criterios generales de polí-
tica económica y los techos globales de gasto 
establecidos por el Ejecutivo Federal;

b)Ejercerá directamente su presupuesto 
aprobado por la Cámara de Diputados, sin su-
jetarse a las disposiciones emitidas por las se-
cretarías de Hacienda y Crédito Público y de la 
Función Pública;

c)Autorizará las adecuaciones presupues-
tarias sin requerir la autorización de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, siempre 
y cuando no rebase su techo global aprobado 
por la Cámara de Diputados;

d)Determinará los ajustes que correspon-
dan a su presupuesto en caso de disminución 
de ingresos durante el ejercicio fiscal, y

e)Realizará los pagos, llevará la contabili-
dad y elaborará sus informes, a través de su 
propia tesorería, en los términos de las leyes 
aplicables.

Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas 
de los Estados y la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, deberán, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, expedir las leyes y realizar las 
adecuaciones normativas correspondientes, den-
tro de los ciento ochenta días siguientes a la entra-
da en vigor de las leyes generales a que se refiere 
el Segundo Transitorio del presente Decreto.

Quinto. Las adiciones, reformas y derogaciones 
que por virtud del presente Decreto se hacen a los 
artículos 79, 108, 109, 113, 114, 116, fracción V y 

122, BASE QUINTA, entrarán en vigor en la mis-
ma fecha en que lo hagan las leyes a que se refie-
re el Transitorio Segundo del presente Decreto.

Sexto. En tanto se expiden y reforman las leyes 
a que se refiere el Segundo Transitorio, continua-
rá aplicándose la legislación en materia de res-
ponsabilidades administrativas de los servidores 
públicos, así como de fiscalización y control de 
recursos públicos, en el ámbito federal y de las en-
tidades federativas, que se encuentre vigente a la 
fecha de entrada en vigor del presente Decreto.

Séptimo. Los sistemas anticorrupción de las enti-
dades federativas deberán conformarse de acuer-
do con las Leyes Generales que resulten aplica-
bles, las constituciones y leyes locales.

Octavo. Los Magistrados del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa que hayan sido 
nombrados a la fecha de entrada en vigor de la 
Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artí-
culo 73, de esta Constitución, continuarán como 
Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa por el tiempo que fueron nombrados.

Los titulares de los órganos a que se refieren las 
adiciones y reformas que establece el presente 
Decreto en las fracciones VIII del artículo 74 y II 
del artículo 76, que se encuentren en funciones 
a la entrada en vigor del mismo, continuarán en 
su encargo en los términos en los que fueron 
nombrados.

Los Magistrados de los Tribunales Contenciosos 
Administrativos cualquiera que sea su denomi-
nación en el ámbito de las entidades federativas, 
continuarán como magistrados de los Tribunales 
de Justicia Administrativa de cada entidad federa-
tiva, exclusivamente por el tiempo que hayan sido 
nombrados.

El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva continuará funcionando con su organización y 
facultades actuales y substanciando los asuntos 
que actualmente se encuentran en trámite, hasta 
la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la 
fracción XXIX-H, del artículo 73, de este Decreto.

Noveno. Los recursos humanos, materiales, finan-
cieros y presupuestaos con que cuenta el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, inclu-
yendo todos sus bienes y los derechos derivados 
de los fondos o fideicomisos vigentes, pasarán a 
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formar parte del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa en los términos que determine la Ley a 
que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, 
de esta Constitución.

Décimo. Los trabajadores de base que se encuen-
tren prestando sus servicios en el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, a la entrada en 
vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, 
del artículo 73, de esta Constitución, seguirán con-
servando su misma calidad y derechos laborales 
que les corresponden ante el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en los términos que dicha 
ley determine.

Décimo Primero. La ley reglamentaria del segun-
do párrafo del artículo 113 Constitucional, reforma-
do por virtud del presente Decreto, se entenderá 
referida al último párrafo del artículo 109 Consti-
tucional atendiendo a lo establecido en el Quinto 
Transitorio del presente Decreto.

Artículos transitorios:

Artículo primero. Publíquese este Decreto 
en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de 
Yucatán. 

Artículo segundo. Envíese a la Cámara de Se-
nadores del Honorable Congreso de la Unión, el 
correspondiente Diario Oficial del Gobierno del 
Estado de Yucatán, para los efectos legales que 
correspondan.

DADO EN LA SEDE DEL RECINTO DEL PODER 
LEGISLATIVO EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, YU-
CATÁN, ESTADOS UNIDOS MEXICANOS A LOS 
ONCE DIAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS 
MIL QUINCE.- PRESIDENTE DIPUTADO LUIS 
ALBERTO ECHEVERRÍA NAVARRO.- SECRE-
TARIA DIPUTADA MARÍA YOLANDA VALEN-
CIA VALES.- SECRETARIA DIPUTADA FÁTIMA 
GEORGINA FERNÁNDEZ FLORES. RÚBRICA.

El Presidente, con fundamento en el Artículo 84 
del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder 
Legislativo del Estado de Yucatán, solicitó la dis-
pensa del trámite de lectura de la Minuta del asun-
to aprobado, en forma económica, siendo aproba-
do por unanimidad.

El Presidente de la Mesa Directiva, solicitó a los 
señores Diputados y público asistente ponerse de 
pie.

Hecho lo anterior, el Presidente indicó: “Diputadas 
y Diputados. El Honorable Congreso del Esta-
do Libre y Soberano de Yucatán, ha dado pleno 
cumplimiento a lo establecido en el artículo 135 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En tal virtud, se clausuran los traba-
jos del Constituyente Permanente. Pueden tomar 
asiento”.  

VI.- Debido a que ya ha sido resuelto el 
asunto que motivó el Segundo  Perío-
do Extraordinario de Sesiones corres-

pondiente al Tercer Año de Ejercicio Constitucio-
nal de esta Sexagésima Legislatura, el Presidente 
procedió a declarar su clausura, por lo que solicitó 
a las Diputadas, Diputados y público asistente se 
pongan de pie.

Puestos de pie los Diputados y público asistente, 
el Presidente declaró: “La Sexagésima Legislatura 
del Estado de Yucatán, clausura hoy su Segundo 
Período Extraordinario de Sesiones correspon-
diente al Tercer Año de su Ejercicio Constitucional. 
Sírvanse tomar asiento”.

VII.- Se dispuso un receso para que la Mesa Di-
rectiva elabore la Minuta de Decreto de Clausura.

 Al reanudarse la sesión, la Secretaria Diputada 
María Yolanda Valencia Vales, dio lectura a la Mi-
nuta de Decreto de Clausura.

EL CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBE-
RANO DE YUCATÁN, CONFORME A LO DIS-
PUESTO EN LOS ARTÍCULOS 29 Y 30 FRAC-
CIÓN V DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y EL 
ARTÍCULO 18 DE LA LEY DE GOBIERNO DEL 
PODER LEGISLATIVO, AMBAS DEL ESTADO 
DE YUCATÁN, EMITE EL SIGUIENTE;

 D E C R E T O: 

ARTÍCULO ÚNICO.- La Sexagésima Legislatu-
ra del H. Congreso del Estado Libre y Soberano 
de Yucatán, clausura hoy su Segundo Período 
Extraordinario de Sesiones correspondiente a su 
Tercer Año de Ejercicio Constitucional. 

T R A N S I T O R I O: 

ARTÍCULO ÚNICO.- Publíquese este Decreto 
en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de 
Yucatán. 
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DADO EN LA SEDE DEL RECINTO DEL PODER 
LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, 
YUCATÁN, ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
A LOS ONCE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL 
AÑO DOS MIL QUINCE.- PRESIDENTE.- DI-
PUTADO LUIS ALBERTO ECHEVERRÍA NA-
VARRO.- SECRETARIA.- DIPUTADA MARÍA 
YOLANDA VALENCIA VALES.- SECRETARIA.- 
DIPUTADA FÁTIMA GEORGINA FERNÁNDEZ 
FLORES.- RÚBRICAS.

VIII.- Se clausuró formalmente la se-
sión extraordinaria, siendo las doce 
horas con veinticinco minutos del día 

once del propio mes y año, levantándose la pre-
sente acta, que se firma para su debida constan-
cia por los integrantes de la Mesa Directiva.

PRESIDENTE:

(RÚBRICA)

DIP. LUIS ALBERTO ECHEVERRÍA NAVARRO.

SECRETARIOS:

(RÚBRICA)

DIP. MARÍA YOLANDA VALENCIA VALES.
	

(RÚBRICA)

DIP. FÁTIMA GEORGINA FERNÁNDEZ 
FLORES.


